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intitulada "ANÁLISIS CONSTITUCIONAL DE LOS PRECIOS DE TRANSFERENCIA". 
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México, por haberse realizado conforme a las exigencias correspondientes , se aprueba la 
nombrada tesis, que además de las opiniones que cita, contiene las que son de exclusiva 
responsabilidad de su autor. En consecuencia, se autoriza su presentación al Jurado 
respectivo. 
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caso de que el trabajo ecepcional con;serve su actualidad y siempre que la 
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Estimado Maestro: 

Me pcrmilO informarle que el alumno LUIS ARMANDO MENDOZA 
HUELGAS ha concluido. bajo mi dirección. su tesis profesional titulada "ANAU$I$ 
CONSTITUCIONAL DE LOS PRECIOS DE TRANSFERENCIA", Para la elaboración de 
este trabajo recepciona! el alumno llevó a cabo una amplia investigación doctrinal que se 
refleja puntualmente a lo largo de la tes is y sirve de apoyo a Jos comentarios criticos y a las 
propuestas concretas en que termina. 

Como consecuencia de lo anterior. considero que el trabajo rea1i7.ado satis­
face plenamente los requisitos reglamentarios para las tesis profesionales, por lo que lo 
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ANÁLISIS CONSTITUCIONAL DE WS 

PRECIOS DE TRANSFERENCIA 

INTRODUCCIÓN. 

Los las disposiciones en materia de precios de transferencia han ::;ido 

incluidas en la nonnatividad de nuestro país ,recientemente. Esto se debe a 
, 

que, en general, los precios de transferencia son una fIgura relativamente 

joven, si la comparamos con otras figuras jurídicas ya sean fiscales o de 

otras remas del Derecho. 

Esta falta de experiencia en materia de precios de transferencia ha 

provocado que su regulación no sea muy clara e incluso, en algunos casos, 

que se c0f?,traponga a lo dispuesto por la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos. 

Por este motivo, a través del presente trabajo analizaré 10$ diferentes 

aspectos de las disposiciones que regulan los precios de transferencia 

desde un punto de vista constitucional, con el fm de demostrar la 

existencia de violaciones a diferentes preceptos constitucionales dentro de 

la regulación de esta figura juridica. 

Para que este trabajo no sea un estudio meramente crítico, sino. 

también propositlvo, trataré de proponer posibles soluciones a las 

violaciones constitucionales, no sólo para evitar posibles agravios en 

contri de los oontri~uyentes, sino tambien para facilitar y hacer más 

eficiente la aplicación de las normas relacionadas con los precios de 

transferencia. 



" 
Oc esta forma, el presente trabajo de investigación comprende, 

además de un estudio de los principales conceplos vinculados con los 

precios de transferencia, el analisis detallado de cada una de las ctapas y 

de las tecnicas que debe seguir la autoridad para poder llevar a cabo la 

determinación de impuestos conforme a [as normas que regulan este tema, 

así como sus facultades y los medios de defensa disponibles para los 

contribuyentes, para desembocar en el estudio de los principios y 

preceptos constitucionales que no son observados por las disposiciones de 

los precios de transferencia. 

Esto nos permítira conocer mejor las disposiciones aplicables a los 

precios de transferencia y los posibles errores en los que pueden incurrir 

las aut.oridades al aplicar dichas disposiciones, además de 

proporcionarnos una visión más amplia de los mismos para entender su 

funcionamiento. 

Finalmente, considero que es importante realizar una critica tanto 

de las disposiciones \'iolatorias de las normas constitucionales, como la 

propuesta, en su caso, de las soluciones que pueden LOmarse para mejorar 

la aplicación de eSla figura jurídica. 
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ANALlSIS CONSTITUCIONAL DE LOS 

PRECIOS DE TRANSFERENCIA 

CAPiTU LO L PANORAMA GENERAL 

1.1. Antecedentes de los Precios de Transferencia 

Los precios de transferencia surgen como resultado de la apertura de las 

fronteras, así como del crecimiento en el dinamismo en las operaciones 

comerciales entre diferentes paises, ya que las empresas participantes en 

el comercio internacional comenzaron a buscar formas para no pagar 

impuestos, principalmente trasladando sus ingresos a paises con una tasa 

impositiva menor que en su pais de origen. 

En un principio, las disposiciones sobre precios de transferencia 

tenian el objeto de verificar el origen y desUno de los ingresos gene rados en 

operaciones internacionales para que las autoridades fiscales pudieran 

determinar si los contribuyentes tenían o no la intención de evadir la 

responsabilidad fiscal en el país de residencia ° en algún otro. 

Las disposiciones para regular precios de transferencia fueron 

utilizadas por primera vez por la Gran Bretaña, en el año de 1915, a traves 

de una legislación poco complicada, con principios sobre todo preventivos. 

Mas tarde, en 1917, Estados Unidos de América también implementó estas 

disposiciones, seguido de algunos otros paises industrializados. Sin 

embargo, no fue sino hasta la década de los 60s cuando esta figura cobró 

realmente importancia, pues para entonces no sólo había terminado la 

Segunda Guerra Mundial, sino que, además, la economia mundial ya se 

encontraba fortalecida. 
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De acuerdo con el maestro Bettingcr, el Grupo AO HOC, 

perteneciente a la Organiz,lción de las Naciones Unidas, rue el primer 

organismo encargado del análisis de 10 que actualmente llamamos precios 

de transferencia. Los estudios y principios propuestos por este organismo 

todavía son útiles y se encuentran plasmados en el modelo de tratado 

tributario conocido como "Modelo ONU"I. 

Posteriormente, los lineamientos de los precios de transferencia han 

sido recogidos también por la Organizac ión para la Cooperación y 

Desarrollo Económico, en su llamado "Modelo QCDE", y por el acuerdo 

tributario de los Estados Unidos de América en el ~Modelo USA". 

La regulación de los precios de transferencia en Mcxico es reciente, y 

aunque tiene poco más de siete años el estudio y regulación de esta 

materia en nuestro pais, actualmente apenas existen algunos cuantos 

casos prácticos sobre este tema, 

Nuestra legislación establece las reglas que deben seguirse en 

materia de precios de transferencia en los articulos 86, fracción XV; 106, 

párrafos 8 0 y 90
; 215; 216 Y 217, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, 

aplicable a partir del 10 de enero de 2002, arlÍculos que corresponden a los 

articulos 58, fracción XIV; 64-A; 65: ()5-A; 74 Y 112 de la Ley del Impuesto 

sobre la Renta del 30 de diciembre de 19801, :1. 

Finalmente, podemos deci r que ('n 1<1 <lctualidad, las disposiciones 

en materia de precios de transferencia tienen como fin el controlar las 

, BETnNGER BARRIOS, HnuerL ~ Prt,,'ios dI' Transferl'ncia , Sus Eft'cws Fiscales" Ed. 
Ediciones Fiscales ISEF. 10" ed. Méxi('o, 2000. pp. 39-40 v 179-182. 
J Sumario F,scal. "Ley del Impuesto solm: la R('llw- . Ed . Tbemis, 32~ ed. \Io',-"iro. 2001. 
pp. (articulos) 58. 64-A, 65. 65-66, 74 r 112 . 
.1 Suman'o FisC(!I"Ley dellmpues!o sobre la Rema" Ed. Thl'mis, 3S~ cd. M"",co. 2004 pp, 
(articulos) 86. lOO, 21 S, 2 16 Y 217. 
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operaciones realizadas en tre dos o mas personas, con o sin residencia 

impositiva en un mismo país, para evitar que las operaciones que lleven a 

cabo sean solamente especulaciones para oblener heneficios fiscal('s sin 

renejar, en realidad, su situación económica. 

1.2. Conceplo de Precios de Transferencia. 

Antes de dar inicio al desarrollo del presente apartado, es importante 

aclarar la diferencia que existe entre el concepto "precios de Iransferencia~ 

y el concepto "disposiciones que regulan los precios de transferencia". 

Aunque ambos conceptos son utilizados indistintamente por muchos 

autores, incluso en la practica, esto no implica que dichos conceptos 

tengan un mismo significado. 

A continuación presento la definición de precios de trasferencia, asi 

como de las disposiciones que los regulan para poder hacer una distinción 

entre estos dos conceptos, 

El autor M. H. Collins nos dice lo siguiente sobre los precios de 

transferencia: 

·Precio de Transferencia es aquél que se fija para lnlOsólecioncs 
e-ntre partes de una misma organización o entfe- rni{'mbros de un 
grupo mul\inae-ionnl de empresas.. Es un<1 forma pnÍl'tica ¡k 
in<tKar qu(' se trata de un precio acorda(to ¡knr.ro de lIlHI 
orgnniz<l("ión y no resutlame de una operación de libre mercado." 

Por su parte, ('1 Lic. Raúl Rodríguez Ulbato define los precios de 

transferencia como: 

, C01.LJ NS, ~1. 1-1. 1"nmsfer Pricing". a l: Ramirez San la RitH. Gabriel. -:\ni<lisis GClwmJ 
sobre los Pr('cios de Transferen("ia", Tesis del Seminario de Invcsligación Contable de 1;, 

UNAM. Fa("ultad de Contaduna y Administración. México. 1998. p. 14. 



-Los valores dinerarios de las transacciones que llevan a cabo 

personas entre las cuales existe una relación tal que les permite 

fijar a su antojo y convenicnriOl mutua dicho valor, sin tomar en 

cuenta la realidad económica, sino atendiendo solo a sus especiales 

intereses comunes' ". 
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Como podemos ver en las definidones an teriores, los precios de 

transferencia son valol"("s que han sido determinados para ciertos bienes o 

servicios por partes relacionadas al llevar a cabo transacciones entre si, 

sin considerar el valor real de dichos productos o servicios, sino 

unicamenle sus intereses comunes. 

Por otro lado, y debido a que ni nuestra legislación, ni las 

disposiciones internacionales que tratan este tema han establecido un 

concepto universal para definir las disposiciones que regulan los precios 

de transferencia, es dificil encontrar una definición que comprenda todas 

las características de estas disposiciones, pues, ademas de que pocos 

doctrinarios se han dedicado al estudio de este tema, las definiciones 

existentes son demasiado genéricas o poco ilustrativas. 

A pesar de 10 anterior, con base en las siguientes definiciones y en 

los puntos principales que distinguen la regu lación de precios de 

transferencia de otras figuras juridicas, en este apartado estableceremos 

una definición de dichas disposiciones. 

El ma(,stro Bettinger 8arrios, dice que las disposiciones sobre 

precios de transferencia son: 

:; RODRleuEZ " LOBATO. Raúl. cxposicion de clase del curso de Derecho Fiscal 1!. 
Facultad de Der<'f'llO. UNAM. 2004. 



.. todos aquellos lincnm icntos que van orientadOS;l evitar, que por 
fletos de naturaleza com ercial o conLraclU,l] se provoquen dcctos 
fiscales nocivos en el pais donde se generan l<IS utilidades o 
pérdidas en una actividad empresari<l! o de servicios."· 
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Esta definición, un tanto vaga, nos da apenas una idea de lo que 

debemos entender por [as disposiciones que regulan los precios de 

transfe renda. 

El articulo 215 de la Ley del Impuesto sobre la Renta7 , establece 10 

siguiente; 

"Los contribuyentes del Título 118 de esta Ley, que celebren 
operaciones con partes relacionadas residentes en el extranjero 
están obligados, para efectos de esta Ley, el determinar sus ingresos 
acumulables y deducciones au torizadas, considerando para esas 
operaciones los precios y montos ele contraprestaciones que 
hubieran utilizado con o entre partes independientes en operaciones 
comparables. • 

Como vimos con anterioridad, nuestra legislación no contiene una 

definición de las disposiciones sobre precios de transferencia, por lo que 

obviamente, el articulo arriba transcrito no es propiamente una definición 

de éstas. Sin embargo, este articulo si nos puede ayudar a definirlas, ya 

que contiene elementos tan importantes, como lo son las partes 

relacionadas" y las operaciones comparables 11', sin Jos cuales no CSI~r¡¡:1 

, BE:-rrtNGER BARRIOS. Herbert. Op. cit. p. 41 
: S!,man'o Fiscal "Ley del Impuesto sobre la Renta". Ed. Themis. 3Su ,-d. M¿"."iro. 2004 . pp. 
(articulos) 215. 
~ El Titulo ¡¡ de la Ley ,Iel Impuesto nobr\' la R'-'lIa. !rfU" ('1\ S" !,,"!"aJ d(' Jas pc!"s"""" 
morales. Como sabemos. los precios ,k transf"f('ncii\ no "1' ilJ}¡¡ .. an solanw!lt" ,\ ]." 
personas morales, por lo que el párrafo 8 u dd anintlo lOO dI' esta I"y. que "n ,'sen'!d ,·s 
identico al articulo transcrito. pertenece al Titulo IV, rdativo i\ I"s personas fisicas. no 
obstante resultaría inutil para el tema central del presente trabajo. transcribirlo también. 
Q l/id. infro. Capitulo 1. Panol".una General. 1.3. Los Sujetos en las Disposicion\!s de 
Precios de Transferencia. Concepto de Partes Rela('ionadas. p . 9 . 
,0 Vid . infro. Capitulo 1. Panor;"Una General. 1.4. 01X'raeione" Suj,'!i'lS a las Dis¡>osino!l<"s 
que regulan los Precios de Transfere ncia. p. 9. 
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completo nuestro conceplO de disposiciones en materia de precios de 

transferencia. 

Con base en lo anTerior, podemos decir que las disposiciones que 

regulan los precios de transferencia son aquellas disposiciones que obligan 

a los contribuyentes que realicen operaciones como partes relacionadas, a 

determinar sus ingresos acumulables y deducciones autorizadas, 

considerando para esas operaciones los precios y montos de 

con traprestaciones Que hubieran ut i lizado con o entre partes 

independientes en operaciones comparables, y en su defecto, le permiten a 

las autoridades fiscales realizar dichas determinaciones. Todo esto con el 

fin de evitar perjuicios fiscales al país en donde realmente se generan las 

actividades económicas. 

Una vez comprendidos los conceptos anteriores y la diferencia entre 

los precios de transferencia y las disposiciones que los regulan, cabe 

mencionar que la finalidad del presente trabajo es realizar un análisis 

sobre las disposiciones que regulan los precios de transferencia y su 

constitucionalidad. 

1.3. Los Sujetos en las Disposiciones de Precios de Transferencia. 

Existen dos tipos de sujetos que son regulados por las disposiciones 

sobre precios de transferencia: los sujetos activos, que son ~aquellos que 

son titulares de la potestad tributaria y que, consiguien temente, se 

presentan en una situación de supremaciH (t itulares de un derecho de 
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supremacía tributaria) .. ,""'; y los sujetos pasivos, que son ~ ... los somet idos 

a dicha potestad, que se presentan en una situación de inferioridad .. WIJ 

Los suje tos pasivos pueden ser: pcr~onas fisic<ls o morales 

residcmcs en el país o en el extranjero, pe ro en cualquier caso debe 

tratarse de partes relacionadas. Y el sujeto activo. en este caso la 

Federación, quien a traves de las autoridades fiscales podrá o bien 

intervenir en la determinación de los precios de transferencia, o bien 

simplemente revisar que la determinación realizada por los contribu~'entes 

sea correcta 1:1 . 

Es importante mencionar que los terceros que permiten a las 

autoridades fiscales analizar su información operativa para poder aplicar 

las disposiciones de los precios de transferencia, se deben considerar 

dentro de los sujetos pasivos mencionados en el parrafo anteriorl 4_ 

Por otro lado, como ya vimos, para que los contribuyentes puedan 

considerarse sujetos de la normatividad sobre precios de transferencia, es 

necesario que estos lleven a cabo operaciones entre partes relacionadas. 

Por este motivo, asi como para comprender mejor las definiciones tanto de 

precios de transferencia como de las disposiciones que los regulan, 

analizaremos este concepLO de parles r("lacion~das. 

BERl.lRI. -F'rim:ipi di Din'/to Trib¡l!ario". vol. l. Milán. 1967. pp, 21$3 I ,,;» .. en rl"l<l(ión 
con pp. 190 Y ss. Cit. pore GONzAI.EZ. Eusl"l)io v J,,~ bus ['en';: d,' :\I"al" , -Dl'r,'.-h" 
Tril.lUtario" Plaza Universitaria Ediciones, S ... ]a"uul<'a. 199-1 . ji LO ':; 

:"I llClIElL -Lezioni di Dirirfo Tri/mlario". ROll1a. Bol1.ano. 1961:\ , 1'1" IJ,} .1' ss. lit. por ' 
CO:'loZAI.EZ, Eusebio y José Luis Pérez de Ayala. Op. a!. 
;J Articulas ¡ ~; 1:\9, fracción XV; lOO, parrafos 1:\" y 9 Q 

.\ 2 15. p,u-rafos 1" Y .2". de la le.\" del 
Ill1puesto sobre la Renta. 
, En la pr¡ic tica trulto los contribuyentes como las aUl orid,ul('s no s"licnrul la 

información confidencial de sociedades u otros contdbuyenles <.'swhlecidos <.'n ,\ Ié"i<.'o. 
sino que normalmente recurren a bases de datos que contienen la información <'o:-onoll1ica 
\" conwble de empresas estahlecidas en otros paises dond,' ('stt· tipu d,' información no es 
confidencial. como es el caso de Estados Unidos de America, 
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Los articulas 106, parrafa 9" y 215, parrafos 5° y 6° , de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta, establecen lo siguiente: 

"Articulo 106.· .. Se considera que dos o mas personas son partes 
relacionadas. cuando una participa de manera di recta o indirecta en 
la administración, control o capital de la otra, o cuando una 
persona o grupo de personas participe directa o indirectamente en 
la administración, controlo en el capital de dichas personas, o 
cuando e:-;i8ta vinculación entre ellas de acuerdo con la legislación 
aduanera l :-', " 

"Articulo 215.- .. Así mismo, se consideran partes relacionadas de 
un estableci mien to permanente, la casa matriz u otros 
establecimientos permanentes de la misma, así romo las personas 
mencionadas en el párrafo anterior y sus establecimientos 
permanenteslu . .. ." 

Para aclarar el concepto mencionado en el primer parrafo antes 

transcrito, es necesario acudir al articulo 68 de la Ley Aduanera 17 , el cual 

establece lo siguiente: 

'Articulo 68. - Se considera que existe vinculación entre personas 
para los efectos de esta Ley, en los siguientes casos: 
l. Si una de ellas ocupa cargos de direc<;ión o responsabilidad en 
una empresa de la otra. 
[1. Si están legalmente reconocidas como asociadas en negocios. 
[]J. Si tienen una relación de patrón y trabajador. 
[v. Si un" persona tiene directa o indirectamente la propiedad, el 
controlo la posesión del 5% o más de las acciones. partes socintes, 
aportHciones o Titulos en ci rculación y con derecho a voto en ambas. 
V. Si una ele ellas controla di recta o indirectamente a la otra. 
VI. Si ambas personas están controladas directa o indirectamenle 
por una tercera persona. 
VII. Si juntas controlan directa o indirectamente a una ter{"cra 
persona. 
VIII. Si son de la misma familia." 

' ~ EsTe párrafo correspondl' ill arllndo 106. sin cml>ilrgo el párraf" S" d"l Hrticulo 21 5. es 
muy similar. ya qur sólo cambia en <¡ue eSIr último no inc1uyr la parte (Iue dice • ... 0 
cuando exista vinculación enl re ('llas de acucrdo con la legislación adu;lJ1\'rn -
'0, Este párrafo corrrspol1ck;l1 I,árrafo 6g del articulo 2lS de la ley en cues!icm. y no se 
incluye en el articulo 106. y<l que este articulo se encuentr<'l ('n el Titulo 1\' de la Ley, 
relativo a las personas lisic;ls. 
P "Le)' Aduanera. Sumar io FiS<.ar. Ed. Themis. 3S~ ed. México 2004 . p. 67· 70. 
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Ademas, el parrafo 7<> del mismo artículo 215 dI" la Ley del Impuesto 

sobre la Renta establece que tambiCn se presumen partes relacionadas 

aquellos residentes en México que celebren operaciones con personas 

residentes en paises con regímenes fiscales preferentes. 

"Articulo 215.-.. Salvo prueba en contrario, se pn'surnc que las 
operaciones entre residentes en Mcxico y socic{lad<'s o entidades 
ubicadas en territorios con regímenes fiscales prcfnl'ntcs , son entre 
partes relacionadas en las que los precios y 1I10ntos de las 
contraprestaciones no se pactan conforme a los que hubieran 
utilizado partes independientes en operaciones comparables. " 

En resumen, podemos decir que son partes relacionadas, todas 

aquellas personas que panicipen de manera directa o indirecta en la 

administración , controlo capital de otra u otras personas, además los 

establecimientos permanen tes, la casa matriz u OlroS establecimientos, 

cualesquier ot ras personas cuando exista vinculación entre ellas de 

acuerdo con la legislación aduanera, o bien cuando cualquier persona 

residente en Mexico realice operaciones con sociedades o entidades 

residentes en paises con regimenes fiscales preferentes, a menos que los 

precios y montos de las contraprestaciones que se pacten sean los que 

hubieran utilizado partes independientes!!' en operaciones comparables. 

l A. Operaciones Sujetas a las Disposiciones qUt: r<'gulHIl los Precios de 

Transferencia. 

Si bien nuestra Ley dd Impuesto sobre 1" l~enta no IlOS dice 

directamente que operaciones pueden estar sujetas :-1 la determinación de 

I~ Cabe aclarar. a pesar del riesgo de parecer redundante, qu,- las partcs indepcndienlcs 
son aquellas pNsonas que realizan operaciones sin otra rel,,, IO n juri.lirn O de cualquier 
otro lipo. que eSlrictamente la de vendedor y comprador o tn d,' qUlcn pr('sla un s,'rvi.·;o }' 
quien lo recibe. 
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precios de transfe rencia, en la fracción 1 del parrafo 3° del articulo 215 1') 

se establecen las características de las operaciones que se deben tomar en 

cuenta para poder eliminar las diferencias que afecten significalivamente 

el precio o monto de la contraprestación o el margen de utilidad, con la 

finalidad de poderlas considerar como operaciones comparables. Para ciJo, 

en dicha fracción se establece una lista de las operaciones, así como de las 

características a tomarse en cuenta. En este caso solamente haremos 

mención de las operaciones que se listan en la fracción en cuestión, pues 

las características de las operaciones no son de interés para la 

comprensión del presente apartado. Las operaciones antes mencionadas 

son las siguientes: 

al Operaciones de financiamiento; 

bl Operaciones de prestación de se",icios; 

cl Operaciones de uso, goce ° enajenación de bienes tangibles; 

dI Operaciones en las que se conceda la explotación o se transmita 

un ,bien intangible; y 

el Operaciones de enajenación de acciones 

Además, para que cualquiera de las operaciones an teriores quede 

sujeta a las disposiciones sobre precios de transferencia es necesario que 

se lleve a cabo entre partes relacionadas, o en su defecto que se encuenlre 

bajo el supuesto de la presunción mencionada en el articulo 215, párrafo 

7°, de la Ley}" . 

Al leer la lista de las operaciones que pueden quedar sujetns a las 

disposiciones en maleria dt· precios de Iransferencia podríamos pells;:¡r 

que esos cinco incisos podrían resumirse en dos o tres máximo, sin 

<. Cfr. Articulo 215. párrafo 3". fracción I de la l.ey del Impuesto sobre la Renta. Loc. nI. ]). 
215 . 
.• , Vid. supra. C;"\pilUl0 l. Panorama General. 1.3. Los Sujetos en las DisposiciO!ws de 
Precios de Tmnsl(>rt·)l(· ;" . CO>l("l'pto de Partes R,·lacionadas. ]). 9. 
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embargo, como explique con anterioridad, la razón de ser de ese párrafo 

del articulo 215 de nuestra ley no es determinar qué operaciones pueden 

quedar sujetas a las disposiciones sobre precios de tl",lllsfcrencia, sino las 

características de las operaciones que se deben tomar en cuen ta para que 

se puedan considerar operaciones comparables. 

Entonces, las disposiciones que regulan los precios de transferencia 

se pueden aplicar a todo tipo de operaciones, sin importar que sean 

realizadas por personas fisicas ll o morales, residentes en el extranjero o 

residentes en el pais, siempre que cumplan con la característica de 

llevarse a cabo entre partes relacionadas o bien con personas residentes 

en paises con regímenes fiscales preferentes. 

1.5. Objetivos de las Disposiciones en Materia de Precios de 

Transferencia. 

Este capitulo es de gran importancia porque para poder analizar la 

constitucionalidad de las disposiciones sobre precios de transferencia 

debemos tomar en cuenta los objetivos que persigue esta regulación y si 

cumple con esos objetivos o no. 

Las disposiciones para regular los precios de transferencia surgen 

debido a la creación de estrategias por parte de los contribuyentes para 

'" Teóricamente si es ¡rosible que las disposiciones sohrl' pre("[os dl' transferencia S{'" 

apliquen a operaciones de personas fisit"a" . sin cmtmrgo <"" la [,,-ártica las úniras 
personas {lue realizan operaciones entre partes «'lacionadfls son 1M; pnsoll<1" morales. 
Incluso ¡rodemos afinnar que es muy dificil. casi imposihle. que las aUlOridfldc s fiscales 
hagan valer su facultad de comprobación en sociedades peqUl' rias COIl operaciones 
únicamente den tro del país. Esto se debe a que en la práclit"a. lfls autoridades no sólo 
deben tomar en cuenta si los contribuyen!rs cumplen o nO con las disposiciones en 
materia de precios de transferencia, sino también el COSIO lWlleficio de hacer uso de sus 
facu ltade" de comprobación _ 



12 

evitar el pago de los impuestos que les corresponden, lo que provoca una 

disminución importante en la recaudación de algunos paises. 

Estas estrategias, que en nuestro caso consisten principalmente en 

la distorsión de los precios y contraprestaciones pagados en operaciones 

realizadas entre dos o más personas, le permiten a los contribuyentes 

disfrazar su situación económica y así disminuir el pago de sus impuestos. 

Ahora bien, las disposiciones sobre precios de transferencia tienen 

como fin principal el evitar que los contribuyentes realicen este tipo de 

operaciones, es decir, evitar que las operaciones que lleven a cabo sean 

solamente especulaciones para obtener beneficios fiscales sin renejar, en 

rcalidad, su situación económica. 

La Ley del Impuesto sobre la Renta establece en su articulo 216 los 

diferentes metodos<l que deben seguir los contribuyentes, especificamente 

aquellos considerados por la ley como partes relacionadas, para asignar 

un valor de mercado a sus operaciones comerciales. 

Lo anterior ha ayudado a las autoridades a disminuir la evasión de 

impuestos y con ello a incrementar la recaudación de los mismos, pero 

quizás 10 más importante de estas normas es que previenen situaciones 

mediante las cuales los contribuyentes puedan engañar al fisco para no 

pagar impuestos, aunque muchos contribuyentes evitan caer en el 

supuesto que establece la ley para valuar sus operaciones conforme a los 

precios de transferencia1J . 

n \/¡d. {¡I/ra. CapilUlo 11. Análisis de los Metodos para Determinar los Precios de 
Transferencia en Mexico_ p_ 18 
!.' Resulta sumamente complicado para las autoridades comprol>ar una relación indirecta 
entre dos o mas emprt'5as, en especial una relación indirecta de COlI!rol. Por ejemplo. 
<l{\udla en la qla' un proveedor tiene solamente un cliente. O tro moti\'0 !)Qr d cual las 
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Por otro lado, los gobiernos de diferentes paises han llevado a cabo 

convenios en materia de precios de transferencia para que las 

disposiciones que los regulan sean más eficaces, lo que ha rrovocacto que 

exista un mayor nivel de comunicación y de información entre paises, y ha 

disminuido la doble tributación. 

1.6. Naturaleza Jurídica de la Determ inación de los Precios de 

Transferencia. 

Es impOrlante, para cumplir con el objetivo del presente trabajo, 

realizar el analisis sobre la naturaleza jurídica de la determinación de los 

precios de transferencia, ya Que con base en Cl podremos precisar el 

fundamento de los actos de las autoridades fiscales en esta maleria, 

entender el objeto que persiguen estos actos de autoridad, y con ello mas 

adelante podremos establecer si dichos actos de autoridad cumplen o no 

tanto con el fundamenlo legal y constitucional, como con su fin jurídico. 

La facultad de las autoridades fiscales para de1erminar los precios 

de transferencia sólo opera en el caso de que los contribuyen tes no 

cumplan con la obligación de determinar los precios de las operaciones 

que celebren en1re panes relacionadas conforml' al principio de libre 

mercado, es decir como si las hubieran celebrado entr(' partes 

independicntes. 

Asi 10 establecen el párrafo 80 del articulo 106 \. los dos primeros 

párrafos del articulo 215 de la ley, los cuah:s no son c.,a("!;'l.mCn!1' iguales, 

autoridades enfocan sus esfut'rzos hacia atluellas SQ{·i("(["dcs \rast\,Kionalt-s con una 
n'lación mas directa. 
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pero para la comprensión del presente apartado basta con transcribir el 

siguiente fragmento correspondien te al articu lo 106: 

"Articulo 106.· .. Los contribuyentes de C!:itc Titulo.' qUI: ccJehn :n 
operaciones con partes relacionadas, estan obligados, para los 
efectos de esta Ley25, a determinar sus ingresos acumulables y sus 
deducciones autorizadas, considerando, para estas operaciones, los 
precios y montos de contraprestaciones que hubieran utilizado con 
o entre partes independientes en operaciones comparables. En el 
caso contrario, las autoridades fiscales podrán determinar los 
ingresos acumulables y las deducciones autorizadas de los 
contribuyentes, ...• 

Entonces, la determinación de los precios de transfcrcnci::l., al ser 

parte de las facultades de delerminación de las autoridades fiscales, esta 

se apega perfectamente a la siguienle ejecutoria: 

"Scptima Epoca (sic) 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Fuente: Semanario J udicial de la Federación 
Tomo: 217 -228 Sexta Parte 
Pagina: 541 
RENTA, DETERMINACION (sic) CIERTA, PRESUNTIVA Y 

ESTIMATIVA DE INGRESOS EN LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE 
SUS DIFERENCIAS. En materia del Impuesto sobre la renla, el 
conocimiento más acertudo posible de los ingresos percibidOS por el 
contribuyente constituye sin lugar a dudas una de las tareas más 
importantes de los órganos fiscalizadores pon[ue de ellos se 
compone la base gravable del tributo, de ahi que se hayan ideado 
tres sistemas fundamentales de determinación de ingresos: la 
determinación "cierta", la determinación "estima tiva" .v la 
determinación "presuntiva". La determinación cierta de los ingresos 
ocurre <'llflndo la autoridad fiscal puede conocer con exactitur[ los 
ingresos percibidos por el causante a traves de cualquier medio 
directo de prueba, como podrian ser los libros de contabilidad , 
nóminas. comprobantes de pago, registros varios y similarr's. En 
este supuesto está objetivamente probado el hecho imponible y el 
dcbito tributario. Por el contrario, conrorme a su tradición 
legislativn y jurispludencial (la Ley del Impuesto sobre la Rt'nHl de 
mil nO\'('cientos sesenta y CWHro ya la contemplaba y In Suprema 

./4 s~ refiere al Titulo IV. que hnola de las personas físicas. El articulo 215 . por s u parte. 
haula del Titulo ll. que se refiere a las personas morales. 
r, Ooviarnente SI' rcfien' a la Ley del Impuesto soore la Renta. 



Corte de Justicia de la Nación ya se pronunciaba sobre ella en la 
dccada de los treinta). la determinación estimativa de ingresos fue 
concebida para nquellos casos en que el fisco no pudiera conocer 
con certeza los ingresos realnwnte percibidos por el contrihuyentt· . 
fUI:ra por caUSflS impuwblcs a el () por {'ausas (1Istintas: como 
metodo excepcional que es, su empleo hH cstmlo l"I'stringido a los 
supuestos y procedimientos especificamente previstos. en lns leyes 
tributarias especiales segun el rcgimen del Código anterior, y 
actualmente en el articulo 55 del Código l~iscal vigente. 
Evidentemente, estos dos melodos son excluyentes entre si respecto 
de un mismo renglón de ingresos, aunque puedan aplicarse ambos 
para conocer la situación del contribuycnlc pero referidos a 
distintos conceptos. Sin embargo, el tcrcer sistema de 
determinación de ingresos puede utilizarse romo auxiliar de 
cualquiera de los dos primeros: el metodo presuntivo. 8n el año de 
mil novecientos setenta y seis entró en vigor la reforma al Código 
Fiscal de la Federación por virtud de la cual se adicionó el articulo 
83 con una fracción VIll en donde el legislador otorgó una 
calificación especial a ciertos in<ticios, circunstancias y hechos por 
su aparente e intima relación con los ingresos obtenidos. 
invistiendolos de plena eficacia probatoria mediante su 
consagración como presunciones legales j uns (sic) ((//Itum, gracias a 
la cual en estos supuestos se invirtió la regla general de la carga eh' 
la prueba, relevando de ella a la autoridad y obligando al particular 
a rendir prueba en contra de estas presunciones en terminos del 
articulo 82, fracción 11, del Código Federal de Proccdimientos Civiles 
aplicado supletoriamcnte a esta materia. Estt: sistema, por 
componerse de presuncioncs lcgales de observan("ia obligatoria 
incluso para la autoridad, opera en todos [os casos con 
independencia de que se encuentren plenamente comprobados los 
ingresos percibidos por el causante o de que estos no puedan ser 
conocidos, de lo que sigue que la aplicación de cualesquiera de 
estas presunciones puede Ir acompari.ada de metodos de 
determinación cierta o estimativa, segun corresponda en cada 
asunto '-.M 

15 

Conforme a la jurisprudencia antes citada, queda claro que la 

determinación de los precios de transferencia, se debe clasificar entre las 

determinaciones prcsunti\'as, pues los precios de transferencia son precios 

ficto s cuva determinación se hasa en cie!"los indicio s. circunstan("i¡.¡s .v 

hechos relacionados t:on lo:; rngrt'sos obt c nrdos . 

1'> Tercer Tribunal Colegiado en Matt'T;a ,\dm;n;SrrHli"" del !'rimer Circuito. !\m¡)aro 
directo 1457/86. Super Azteca. S.A. 13 dt, enero de 1987. Cnan;nJidad de votos. Ponente 
Cenaro David Cóngora Pimentel. CI!. por GÓMEZ COTEI~O. JoS<' de Jesús. -Precios ti.· 
Transferencia. Una Visión Juridica" Dofiscal Editor\"s. 2" ed. Méxieo. 2000. pp. 121-122. 
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Respecto a esle tipo de determinación, el articulo 55 del Código 

Fiscal de la Federación establece lo siguiente: 

"Artículo ~::J . - Las autoridades liscl'l!cs podrán determinar 
presuntivamente la utilidad fiscal d e los contribuyentes, el 
resultado fiscal en el regimen simplificado o el remanente 
distribuible de las personas que tributan conforme al Titulo lJI17 de 
la Ley de! Impuesto Sobre la Renta, sus ingresos, entradas y el valor 
de los actos , actividades o activos, por los que se deben pagar 
contribuciones, cuando: .. . 
... 11. No presenten los libros y registros de contabilidad, la 
documentación comprobatoria de mas del 3% de alguno de los 
conceptos de las declaraciones, o no proporcionen los informes 
relativos al cum plimiento de las disposiciones fiscales ... ."211 

Entonces, la determinación de los precios de transferencia, por ser 

una determinación presuntiva, tiene como fundamento el parrafo 8" del 

articulo 106 y los dos primeros párrafos del artículo 215 de la Ley del 

Impuesto Sobre la Renta, el articulo 55, fracción 11 del Código Fiscal de la 

Federación y, al igual que todo acto de autoridad, el articulo 16 de la 

Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos. Además, tos 

artículos 56 del Código Fiscal de la Federación y el articulo 216 de la Ley 

del Impuesto Sobre ra Renta, son el fundamento de los métodos a seguir 

para realizar la determinación antes mencionada. 

Una vez comprendido lo anterior, es fácil entender que el fin que 

deben perseguir las determinaciones de precios de transferencia es obligar 

a los contribuyentes a cumplir con sus deberes fiscales reflejando 

efectivamente su situación económica, \' de manera ind irecta, el 

incrementar los ingresos de la Federación, pero esto último siempre bajo 

los principios de eql1idnd .v proporcionalidad \'s!;1bkei(\os en lO! 

r El TlIulo 111 de la Ll'y del Impuesto Sobre la Renta vlgellle habla sobre ('1 reginlt'11 d"I~,s 
]WfSOnaS moraks con fines 110 lucrati\'os. y la Ley d,' l 30 de diciembre d e 1980 hahlaha 
sobre las personas morales no contribuyentes. 
2~ Sumario Fiscal ·Código Fiscal de la Federación" . Ed. Themis, 35a ed. Mexico. 2004 . p. 
(articulo) 55. 
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Constitución, pues de lo contrario, los aClOs de autoridad podrían resullar 

perjudiciales para los contribuyentes. 



CAPiTULO \l. ANÁLISIS DE LOS METODOS PARA DETERMINAR 

LOS PRECIOS DE TRANSFERENCIA EN MÉXICO 

18 

El presente capitulo tiene como fin el realizar un breve estudio de los 

diferentes metodos que se pueden aplicar para determinar los precios de 

tnlnSr~rcncia _ Análisis que nos sel',rira para comprender mejor esta figura 

jurídica. 

2. l. Metodo de Precio Comparable No Controlado (Comparable 

Unconlro/led Price lI1elhod ~CUPM~). 

Este método, se encuentra regulado en el artículo 216 de la Ley del 

Impuesto Sobre la Renta, y prescribe textualmente lo sigu iente: 

"Articulo 216.- ... consi~te en considerar el precio o el monto de las 
contraprestaciones que se hubieran p;¡,ctado con o entre partes 
independientes en operaciones comparables. • 

Para poder considerar el precio o contraprestaciones pactados entre 

partes independientes en operaciones comparables es necesario conocer, 

en un principio. el costo, el valor y el monto con base en los cuales se van 

a detcrminar los precios. Además se deben tomar en cuenta otras 

caracteristicas como la situación geográfica, la novedad del producto, las 

condiciones económicas dcl mercado, la divisa, la sociedad a la que se 

dirige. las condiciones de los compradores, el volumen, las garantías, etc . 

Para seleccionar las partes u operaciones comparables para este 

mftodo. no se toma en cuenta en gran medida el lipa de productos o 

servicios que se ofrecen al público, sino mas bien el tipo de actividad que 
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!levan a cabo las sociedades, por ejemplo si son revendedoras, 

distribuidoras, comercializadoras, ctc. 

El Lic. José de Jesús Gómez Catero, considera que no es posible 

encontrar precios comparables por las siguientes razones: 

Porque no existe mercado para esos productos. 
Porque no se surten a empresas independientes. 
Porque se trata de productos semitcrminados que no son 
comparables con otros existentes en el mercado. 
Porque el cliente independiente es tan pcquei'lo que no puede 
lograr los descuentos normales. 
Porque se trate de actividades (micas y singulares. 
Porque las condiciones económicas de un país sean diferentes a 
las de otro, de manera que lo válido en un lugar. no 
necesariamente lo es para el olro."29 

Por el contrario, el Lic. Bettinger considera que en el caso de que la 

determinación de los precios de transferencia radique en actos que no 

aceptan comparación por ser únicos, tales como los mencionados en el 

párrafo anterior, se puede practicar un avalúo sustituyendo el 

procedimiento comparativo. 

Considerando los comentarios anteriores, así como lo establecido en 

la ley, el método de precio comparable no controlado me parece poco 

preciso, pues deja a la discrecionalidad de la autoridad.lO no sólo el 

concepto de operaciones comparablcs3 1, sino incluso la forma de aplicar 

J.<> GÓMEZ CalERO, Jose de Jesús. Op. cit. p. 90. 
JO En caso únicamente de que el contribuyente no cumpla con su obligación de llevar a 
cabo su determinación de precios de trmlsFcrencia, ya (Iue en caso contrario . del.>emos 
recordar que el contribuyenle tiene la facultad de elc'gir no sólo el método al que st' 

apegará al realizar su determinación, sino también las operaciones comparables. 
3' Con sidero que no es aceptable la definición de operaciones comparables est>lbh:cida en 
el articulo 215 de la Ley del Impuesto sobre la Ren ta, ya que los conceptos "diferencia 
significativa·, "entre otros (elementos)" y "ajustes razonables' se vuelve un lnmino 'tUl' 
permite una aplicación discrecional por parte de las autoridades al no encontrarse ,'n la 
ley n i los elementos necesarios para realizar dichos ajustes. ni (' uándo {'stos delx:n 
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tanto el método, como las situaciones en las que el avalúo32 puede 

sustituir el método de comparación . 

2.2. Metodo de Precio de Reventa (Resale Price Method -RPM-). 

Este metodo "consiS1C en determinar el precio de adquisición de un 

bien, de la prestación de un servicio o de la contraprestación de cualquier 

otra operación entre partes relacionadas, multiplicando el precio de 

reventa, o de la prestación del servicio o de la operación de que se trale 

por el resultado de disminuir de la unidad, el por ciento de utilidad bruta 

Que hubiera sido pactado con o entre partes independientes en 

operaciones comparables."33 

Ademas, la misma ley añade que para obtener el porcentaje de 

utilidad bruta para este caso, es necesario dividir la utilidad bruta entre 

las ventas netas. 

Este método debe usarse para aquellas operaciones donde una de 

las personas consideradas como partes relacionadas no interviene en gran 

medida en la producción del bien o servicio que presta, por 10 que para 

efectos de lomar en cuenta las operaciones comparables de otras personas 

no debe darse mucha importancia al tipo de actividades que realice la 

sociedad o el empresario, sino ünicamente al tipo de productos o servicios 

que ofrece. 

aplicarse. Vid. /lt/m. Concepto propuesto dc ' operaciones compara!..>les" Capitulo IV . La 
Constitución y los Precios de Transferencia. pp. 98 Y 99 . 
. '2 En la práctica, precisamente porque el resultado de los avaluos puede determinafSC 
segUn la conveniencia de quien lo solicita, no es nonnalmente utilizado en la 
detenninación de precios de transferencia. sin em!..>argo, eSIO no elimina la posibilidad de 
su uso, sobre todo en los pocos casos que terminan en juicio . 
.... , Ley dellmpucslo Sobre la Renta. Op. Cil. p . 2 15-216. 
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Este método es totalmente diferente al precio comparable no 

controlado, ya que debe tomar en cuenta todos los factores que impactan 

el costo del bien, tales como los insumas y los conceptos que se le 

agregaron, pues de lo contrario, es decir, de limitarse al efecto comparativo 

del precio, nos encontrariamos frente al método de precio comparable no 

controlado. 

2.3. Método de Costo Adicionado (Additional Cosl Melhod ~ACM"). 

El método de costo adicionado, segun nuestra ley, ~consiste en 

determinar el precio de venta de un bien, de la prestación de un servicio o 

de la contraprestación de cualquier otra operación, entre partes 

relacionadas, multiplicando el costo del bien, del servicio o de la operación 

de que se trate por el resultado de sumar a la unidad el por ciento de 

utilidad bruta que hubiera sido pactada con O entre parles independientes 

en operaciones comparables. ~34 

Al igual que en el método anterior, en este metodo la ley establece la 

forma de obtener el porcentaje (por ciento) de utilidad bruta, lo cual se 

obtiene de dividir la utilidad bruta entre el costo de ventas. 

Este metodo se utiliza principalmente en operaciones en las que 

ladas las partes relacionadas intervienen mas o menos considerablemente 

en el proceso de producción, por lo que es necesario, para determinar las 

operaciones comparables, tanto el tipo de activid"HI que realizan aqurllas 

empresas potencialmente comparables, corno el produc to que ofrecen o el 

servicio que prestan, 

_l< Ley del Impuesto Sobre la Renla. Op. Or. p. 215-216 . 
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Al igual que los métodos anteriores, este metodo también se usa con 

el fin de evitar que las empresas consideradas como parles relacionadas 

trasladen los bienes o servicios a un valor inferior del precio al que lo 

trasladarían las empresas consideradas como partes independientes. 

2.4. Método de Partición de Utilidades (Participation Profit Met/wd "PPM"). 

La Ley del Impuesto Sobre la Renta también trata de explicar este 

método en su articulo 216, el cual textualmente dice lo siguiente: 

"Articulo 216.·. . consiste en asignar la utilidad de operación 
obtenida por partes relacionadas, en la proporción que hubiera sido 
asignada con o entre partes independientes confonne a lo siguiente: 

al Se detenn inará la utilidad de operación global mediante la 
suma de la utilidad de operación obtenida por cada una de las 
personas relacionadas involucradas en la operación; 

b) La utilidad de operación global se asignará a cada una de 
las personas relacionadas considerando elementos tales como 
activos, costos y gastos de cada una de las personas relacionadas, 
con respecto a las operaciones entre dichas partes relacionadas. 

El objetivo principal de este método es obligar a las empresas 

relacionadas a asignar sus u tilidades reflejando exactamente la proporción 

en que cada una participó en la operación, pues de no hacerlo asi, de 

transferir sus utilidades de forma indiscriminada entre ellas, se podría 

evitar el pago de impuestos en el pais del que es originaria la empresa que 

generó los ingresos o bien reduci r las utilidades de algunas empresas con 

el fin de pagar menos impuestos. 
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2.5. Método Residual de Participación de Utilidades (Compa rable Profit 

Method CPM). 

Este metado, al igual que el anterior, tiene como finalidad el evitar 

que las empresas relacionadas se asignen las utilidades de manera 

indiscriminada, ya que con ello, como antes expliqué, se puede a fectar a 

las autoridades fiscales en su recaudación. 

Por este motivo, la Ley del Impuesto Sobre la Renta nos explica que 

este método consiste en: 

"Articulo 216.-.. . asignar la utilidad de operación obtenida por 
partes relacionadas, en la proporción que hubiera sido asignada con 
o entre partes independientes confonne a lo siguiente: 
al Se detenninará la utilidad de operación global mediante la suma 
de la utilidad de operación obtenida por cada una de las personas 
relacionadas involucradas en la operación , 
b) La utilidad de operación global se asignará de la siguiente 
manera: 
l. Se de term inara la utilidad mínima que corresponde en su caso a 
cada una de las partes relacionadas mediante la a plicación de 
cualquiera de los métodos a que se refieren las fracciones 1, l1, m, IV 
y IV35 de este articu lo:x., sin tomar en cuenta la utiliz.(Ición de 
intangibles significativos. 
2. Se determ inará la utilidad residual, la cual se obtendrá 
dism inuyendo la utilidad mínima a que se refiere el apartado 1 
anterior, de la utilidad de operación globa l. Esla utilidad resid ual se 
disLribuíra entre las partes relacionadas involucradas en la 
operación tomando en cuenta, entre otros elementos, los in tangibles 
significativos utilizados por cada una de ellas en la proporción en 
que hubiera sido d istri buid a con o entre par tes independientes en 
operaciones comparables. » 

Otra vez la ley nos deja algunas dudas respecto de la aplicación de 

este método. Menciona como elementos para distribuir 1<1 uli lidml residual 

J~, Estas fracciones se refieren correspondientemente, a los métodos de precio COml)arable 
no controlado, de precio de rel'enta, de <:os1O adicionado . de partición de utilidades y de 
margenes transa<:cionales de utilidad d e operación . 
.11> Debemos rc<:ordar que este método se en<:uentra expli<:ado en 1'1 articulo 216 de la Ley 
del Impuesto Soore la R<:nta. 
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entre las partes relacionadas, los intangibles significativos utilizados por 

ellas, sin embargo, no determina que otros elementos se deben tomar en 

cuenta, si se pueden utilizar los mismos elementos usados para 

determinar la utilidad mínima o si dichos elementos se deben tomar en 

cuen ta únicamente para determinar o bien la utilidad mínima, o bien la 

proporción en que se va a distribuir la utilidad residual. 

2.6. MCtodo de Margenes Transaccionales de Utilidad de Operación 

(Transacrioll Margins for Operaring Profits Method "TMOPM~). 

De acuerdo con la ley, este método "consist~ en determinar en 

transacciones entre partes relacionadas, la utilidad de operación que 

hubieran obtenido empresas comparables o partes independientes en 

operaciones comparables, con base en factores de rentabilidad que toman 

en cuenta variables tales como activos, ventas, costos, gastos o flujos de 

efectivo.~37 

Para poder llevar a caho el calcu lo de los precios de transferencia 

conforme a este metodo es necesario conocer el margen de utilidad de una 

operación comparable realizada entre partes independientes, siempre que 

su resultado haya tomado en cuenta los factores de rentabilidad de los 

sujetos que en ella participan, además de los activos, las ventas, Jos 

costos, Jos gastos y los flujos de efectivo. 10 que nos permitirá obtener un 

parámetro comparativo de la utilidad y las deducciones generadas. 

Es importante aclarar que los contribuyentes pueden desvirtuar los 

precios de transfe rencia determinados por las autoridades con base en 

cualquiera de los metodos antes mencionados, siempre que presenten las 

37 Ley elel Impuesto Sobre la Renta. Op. Gil. p. 2 ]6. 
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pruebas periciales económicas adecuadas, sin embargo, el recabar dichas 

pruebas es sumamente complicado. 

Por otro lado, el penúltimo párrafo del articulo 216 de la Ley del 

Impuesto Sobre la Renta, establece lo siguiente: 

"Articulo 216. -... Oc la aplicación de alguno de Jos metados 
señalados en este articulo, se podrá obtener un rango de precios, de 
montos de las contraprestaciones o de margenes de utilidad, 
cuando existan dos o más operaciones comparables. Estos rangos 
se ajustarán mediante la aplicación de melodos estadísticos. Si el 
precio, monto de la contraprestación o margen de utilidad del 
contribuyente se encuentra dentro de estos rangos, dichos precios, 
montos o márgenes se considerarim como pactarlos o utilizados 
entre partes independientes. En caso de que el contribuyente se 
encuentre fuera del rango ajustado, se considerará que el precio o 
monto de la contraprestación que hubieran utilizado partes 
independientes, es la mediana de dicho rango .... • 

Respecto al parrafo antes t ranscrito, me parece importante resaltar 

que la ley no establece concepto alguno de metodos estadísticos, ni cuáles 

de ellos podrian aplicarse en su caso. Lo anterior es perjudicial para los 

contribuyentes, ya que las autoridades pueden intervenir eri la 

determinación de la base gravable, pues un elemento fundamental del 

impuesto no se encuentra establecido en la ley. La ley entonces, permite a 

las autoridades que actúen con discrecionalidad al calcular la base 

gravable, pues al permitir el uso de métodos no especificados y de los 

cuales se desconocen los elementos que los determinan. deja a juicio de la 

autoridad el determinar una cantidad mayor o menor sobre la cual se 

deberán aplicar los impuestos, sin que exista una disposición legal que 

permita controlar la proporcionalidad .v equid:;¡d de di. ho impuesto . 

Por analogía es aplicable el siguiente criterio de los Tribunales 

Federales: 



' Octava Epoca (sic! 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Tomo: ][ Segunda Parle-2 
Página: 476 
RENTA, lNCONSTITUCJONALIDAD DEL ARTICU LO (sic) 33, 

DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA, VIGENTE EN LOS AÑOS 
DE 1978 Y 1980. El sistema de determinación de los ingresos del 
contribuyente previsto por el articulo 33 de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta, vigente en los años de 1978 y 1980, resulta 
violatorio de la garantía d e legalidad en materia t ributaria , en virtud 
de que el procedimiento que establece no contempla todos los 
elementos necesarios para calcular el ingreso global gravable, sino 
que deja a cargo de las autoridades hacendarias la determinación 
de aspectos esenciales que inciden en forma directa en la fijación 
del ingreso, afecto al pago del impuesto sobre el ingreso global de 
las empresas. Así es, dicho precepto no previene un criterio cierto 
para determinar en forma estimativa los ingresos brutos de un 
contribuyente, cuando permite valerse para ello de medios 
' indirectos de investigación económica o de cualquier otra clase", 
sin especificar cuáles son ni dar elementos que los determinen y en 
tal caso, la autoridad puede fijar a su arbitrio ese ingreso y, por 
tanto, tiene la posibilidad de fijar tambien la base para el cobro del 
impuesto sobre e l ingreso global de las empresas, por lo que esa 
disposición se aparta totalmente de los principios que como 
requisitos constitucionales deben reunir las contribuciones, 
consistentes en que estas d eben estar consignados en forma 
expresa en la ley .":!>! 
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Es importante aclarar que se han propuesto soluciones al problema 

antes citado, tales como la regla miscelánea 3.26.8.39 que establece el 

método intercuartil para ajustar rangos de precios, contraprestaciones y 

márgenes de utilidad; sin embargo debemos recordar que a pesar de que 

en la práctica si se toman en cuenta, dichas reglas misceláneas no se 

encuentran dentro de la ley y no pueden nacer de las mismas obligaciones 

para los particulares, en terminos de lo dispuesto por el articulo 33, 

.18 Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circu ito. Amparo 
directo 11 / 88. Inmuebles \..a Califomia, SA II de agosto de 1988. Unanimidad de Votos. 
Ponente: Ma. De F"atima. l. Samano Hcrm;'ndcz. Secretario: Manuel de J . Rosales Suru-,"z. 
Cit. por: COMEZ COTERO, Jose de Jes ús. Op. Cil. pp. 96-97. 
"., Cfr. Regla Miscelánea 3.26.8. 
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párrafo segundo del Código Fiscal de la Fedcración111, por lo que, aun así, 

se viola la jurisprudencia antes transcrita. 

Como expliqué en los párrafos anteriores, considero que el articulo 

216, en su parrafa segundo, viola la garantia de legalidad consignada en el 

articulo 14 de nuestra Constitución, pues al no explicarse en dicho 

precepto legal en qué consisten los métodos estadísticos provoca que las 

autoridades actúen con discrccionaJidad al realizar el cálculo de la base 

gravable . 

Además, también creo que no respe ta los principios de equidad y 

proporcionalidad consignados en el arlÍcu lo 3 1, fracción IV de la 

Constitución, ya que al dejar al capricho de las autoridades la aplicación 

de la leyes obvio suponer que no siempre se aplicará de la misma forma 

para los mismos casos, sino que se aplicará de conformidad con el humor 

de las autoridades. Esto no sólo no es equitativo, sino que también rompe 

con la proporcionalidad al permitir que la autoridad determine la base 

gravable a su antojo y no con fundamento en la posibilidad económica del 

contribuyente. 

Sin embargo, otra opinión al respecto considera que como método 

estadístico se puede considerar "todo aquello que es comparable entre 

empresas independientes, cuando acuden a los mercados especializados y 

de los que se obtienen resultados comparables que permiten medir la 

eficacia y eficiencia de las empresas que participan.~ ·lI Y con el fin de 

adarar lo anterior el propio autor nos remite al articulo 90'11 de la Ley del 

Impuesto Sobre la Renta, el cual nos habla dc la facultad de las 

00 Cfr, Articulo 33 del Código Fiscal de la Federación. 
o, BI:.TfINGER BARRIOS. Herbert, Op. Cil. pp. 78-82 Y 289-290, 
o', Originalmente el Lic. Bettinger nos remite ;1] articulu 62 el .' la lt'.\'. ya que se refiere a la 
ley de 1981 El articulo 90 corresponde a dich" <lItir"l" 62. pt'l'l' en la ley aplicable a 
partir de 2002. 



28 

autoridades fiscales para llevar a cabo determinaciones presuntivas de la 

utilidad fiscal, aplicando diferentes coeficientes a los ingresos brutos. 

coeficientes que según el au tor son rcctores para la aplicación de los 

melodos estadísticos. 

A pesar de ello, la ley no menciona el articulo 90, la aplicación de 

coeficientes para ajustar los rangos obtenidos de los mctodos en cJla 

consignados. Por este motivo y porque se ha tratado de aclarar el termino 

metodos estadísticos adicionando en la miscelanea fiscal el método 

intcrcuartil para ajustar los rangos de precios, es por 10 que considero que 

el arliculo 90 no es una descripción adecuada de los métodos estadísticos 

y por lo tanto reitero mi opinión con relación al penúltimo parrara del 

articulo 216. 

Cabe aclarar que los métodos que hemos tratado en este capitulo, 

los cuales se encuentran consignados en el art iculo 216 de la ley , no son 

los ú.nicos que pueden uLi!izarse para calcular los precios de transferencia, 

pues de conformidad con el articulo 34-A del Código Fiscal de la 

Federación y de la resolución miscelanea fiscal para 2003, 2.11.3. ~s , los 

contribuyentes pueden someter a consideración de las autoridades fiscales 

la metodologia e información que pretenden utilizar en sus 

determinaciones. 

Finalmente, el ú.ltimo párrafo del articulo 216 de la Ley de! Impuesto 

Sobrc la Renta, establece que para dicho articulo y para el articulo 215 de 

la ley, los ingresos, costos, utilidad bruta, ventas netas, gastos, utilidad de 

operación, activos y pasivos se deben determinar confortllf' a los principios 

de comabilidad generalmentc aceptados. 

' .1 Cfr, Articulo 34-A del Código Fiscal de la Federación, y Resolución Miscelánea Fiscal 
para 2003, 2 . 11.3, 
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Al igual que el parrafo anterior del articulo 216, la ley no menciona 

que debemos considerar por principios de contabilidad generalmente 

aceptados, sino que deja en manos de organismos totalmente distintos a 

nuestro poder legislativo, tales corno el Instituto Mexicano de Contadores 

Publicas, A.C., la determinación de dichos principios. Esto, también me 

parece violatorio del articulo 14 Constitucional, y de los principios de 

legalidad y de seguridad juridica consignados en el mismo. 

Con relación al párrafo anterior, la siguiente jurisprudencia es 

aplicable por analogía por lo que a con tinuación la transcribo: 

"Novena Época 
Instancia: Pleno 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Tomo: [1, Octubre (sicj de 1995 
Tesis: P.fJ. 27/9 5 
Pagina: 52 
INDICE (sic) NACIONAL DE PRECIOS AL CONSUMIDOR. EL 

ARTICULO (sic) 20 DEL CODIGO (sic) FISCAL DE LA FEDERACION 
(sic! ES INCONSTITUCIONAL POR VIOLAR LA GARANTIA (sic! DE 
LEGALIDAD TRIBUTARIA (TEXTO VIGENTE EN MIL NOVECIENTOS 
OCHENTA Y SIETE). El segundo párrafo del artículo 20 del Código 
Fiscal de la Federación, según texto vigente en el año dé mil 
novecientos ochenta y sietc. al disponer que deberá aplicarse el 
Indice (sic) Nacional de Precios al Consumidor calculado por el 
Banco de México para determinar las contribuciones y sus 
accesorios, en los casos en que las leyes fiscales asi lo establezcan, 
viola la garantía de legalidad tributaria consignada en el 
articulo 31 , fraccion rv, constitucional , porque no precisa los 
componentes, bases, c riterios o r eglas que debera n considerarse 
para formular el citado ¡ndice, s ino que dej a en manos del 
Banco de Me Jdco la determinacion de uno de los elementos que 
los contribuyentes deben co nsiderar para calcular la base 
gravable , con lo cual se quebranta la garantia ya citad a que busca 
salvaguardar a los particulares de la actuación caprichosa de 
autoridades u órganos distintos del legislador, sin que obstante a 
esta conclusión que el indice de que se trata pucdc ser un 
instrumento de med ición económica confiable, por cuanto su 
elaboración se halla encomendada a un organismo capacitado 
técnicamente para detectar las variaciones inflacionarias, pue s 10 
cierto es que la Cons tituc;:ion exige que sea pre cisamente e l 



legislador y DO otro ór gano u organismo dive rso, quie n preci se 
todos los e le m e ntos de la c ontribución .. •• 

2.7. Ajustes Secundarios. 
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Para poder comprender lo que son los ajustes secundarios, 

considero necesario recurrir al articulo 217 de la ley, el cual dice lo 

siguiente: 

'Cuando de confonnidad con lo establecido con un tratado 
internacional en materia fiscal celebrado por Mexico, las 
autoridades competentes del país con el que se hubiese celebrado el 
tratado, realicen un ajuste a los precios o montos de 
contraprestaciones de un contribuyente residente de ese país }' 
siempre que dicho ajuste sea aceptado por las autoridades fiscales 
mexicanas, la parte relacionada residente en México podrá 
presentar una declaración complementaria en la que se refleje el 
ajuste correspondiente. Esta declaración complementaria no 
computará dentro del limite establecido en el articulo 32~5 del 
Código Fiscal de la Federación: 

A partir de la lectura del articulo anterior y de los demas articulos 

de la ley aplicables a los precios de transferencia, podemos decir que los 

ajustes primarios corresponden a la declaración de impuestos presentada 

.. Amparo en revisión 1404¡91. Hotel Condesa del Mar, S.A. de C.V. 6 de abril de 1995. 
Unanimid ad de once votos. Ponente, Juan Diaz Romero. Secretaria: Adriana Campuzano 
de Ort;z; Amparo en revisión 3075/89. Consultoria Directiva, SA de C.V. 26 de 
septiembre de 1995. Unanimidad de once votos. Ponente: Guillermo 1. Ortíz Mayagoitia. 
Secretario: Salvador Castro Zavaleta; Amparo en revisión 1042¡89. Cydsa, S.A. de C.V. 
26 de septiembre de 1995. Unanimidad de once votos. Ponente, Guillermo 1. Oniz 
Mayagoitia. Secretario: Homero Fernando Reed Omelas; Amparo en revisión 3710¡ 89 . 
Autos La Viga, S.A. de C.V. 26 de septiembre de 1995. Unanimidad de on<:e vo tos. 
Ponente Guillenno l. Ortiz Mayagoitia. Secretario: Homero Fernando Reed Omelas: 
Amparo en revisiÓn 3754/89. Compañia Inmobiliaria y de Inversiones Universidad. S.A. 
de C.V. 26 de septiembre de 1995. Unanimidad de once vows. Ponente Guillermo l. Ortiz 
Mayagoitia. Secretario: Homero Fernando Recd Ornelas: cit. por: GÓ MEZ e OTERO. Jose 
de Jesus. Op. Cit. pp. 101 Y 102 . 

• ~ El articulo 32 del Código Fiscal de la Federación determina que las declaraciones de los 
contribuyentes se consideran definitivas, pero que pueden ser modificadas por los 
mismos al presentar declaraciones complementarias, las que sólo se PQdrán presentar 
tres veces y siempre que no haya iniciado e l ejercicio de las racultarles de comprobación. 
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por el contribuyente o en su defecto a la determinadón realizada por las 

autoridades de acuerdo con lo establecido por el segundo párrafo del 

articulo 215 de la ley. 

Ahora bien, [a declaración antes citada puede modificarse, según lo 

determina el articulo 217 an tes transcrito, mediante una declaración 

complementaria del contribuyente . Dicha declaración complementaria del 

contribuyente, para que sea valida, debe reunir los siguientes elementos: 

al Debe reflejar el ajuste a los precios o montos de las 

contraprestaciones de un residente en el país con el cual se 

celebró un tratado, realizada por las aULOridades de su país; 

b) Debe existir un tratado internacional en materia fiscal celebrado 

por México con ese país; y 

el dicho ajuste debe ser aceptado por las autoridades mexicanas. 

Entonces, los ajustes secundarios son todos aquellos caJculos 

mediante los cuales se modifica, o bien la declaración presentada por el 

contribuyente de acuerdo a los articulas 215 y 216, o bien la 

determinación realizada por las autoridades, tambien de acuerdo con estos 

articulas, con la finalidad de evitar una doble tribulación. 

Aunque este tipo de ajustes tienen como objetivo principal el evitar 

la doble tributación, encuentro un problema en el articulo 217 de la ley, 

fundamento de los ajustes secundarios. 

Me parece incorrecto que el ajuste realizado por las autoridades del 

pais de la persona con quien se celebró el contrato, tenga que ser aceptado 

de manera expresa por las autoridades mexicanas. Esto atenta contra el 

principio de legalidad porque dicho ajuste afecta de manera directa la 

utilidad gravable del contribuyente, la cual al poder ser modificada 

discrecionalmente por las autoridades deja al con tribuyente en un estado 
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de inseguridad jurídica, pues debemos recordar que los elementos 

esenciales de los impuestos deben estar consignados expresamenle en la 

ley. 



CAPiTULO JI!. PROCEDIMIENTOS PARA DETERMINAR LOS 

PRECIOS DE TRANSFERENCIA EN MÉXICO 
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En el presente capítulo realizaremos un análisis de los 

procedimientos que siguen las autoridades fiscales para determinar los 

precios de transferencia en Mexico, así como de los medios de defensa con 

que cuentan los contribuyentes para protegerse en contra de estos actos 

de autoridad . Para ello es importante comprender la información que 

dichas autoridades utilizan como base para llevar a cabo este tipo de 

determinaciones. 

Las autoridades fiscales, con el fin de poder cumplir con sus 

obligaciones de determinación en materia de precios de transferencia, 

utilizan la información de terceros para lener un punto de comparación 

respecto de la información que les presentan los contribuyentes. Por este 

motivo es igualmente necesario para las autoridades fiscales conocer y 

estudiar la información de terceros, como la de lo~ contribuyentes objeto 

de la determinación o de la revisión en materia de precios de transferencia. 

La información de los terceros que utilizan las autoridades fiscales 

para comparar la información que presentan los contribuyentes en sus 

declaraciones es la misma información que presentan los propios 

contribuyentes en su estudio de precios de transferencia. 

Los contribuyentes, como sabemos, están obligados, en caso de que 

celebren operaciones entre partes relacionadas, a presentar su declaración 

considerando los precios y contraprestaciones que hubieran utilizado 

partes independientes en operaciones comparables. 
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Por ello los contribuyentes lienen que realizar un estudio con la 

información económica y contable de terce ras personas, en el cual 

demuestren que su declaración se encuentra dentro del rango de precios y 

contraprestaciones utilizados por partes independientes en operaciones 

comparables. 

En la practica, la información de terceros que utilizan tanto los 

contribuyentes como las autoridades para comparar los costos de las 

operaciones celebradas entre partes relacionadas con los costos de las 

operadones entre partes independientes, es [a información obten ida de 

bases de datos publicadas en otros países, como Estados Unidos de 

América, donde la información económica y contable no se considera 

información confidencial . 

No obstante, la ley nos dice otra cosa, la ley nos deja entender que 

basta con que los contribuyentes presenten su declaración de precios de 

transferencia u tilizando los costos de las operaciones como si se hubieran 

realizado entre partes independientes. 

De lo anterior podemos deduci r que aunque inicialmente los 

contribuyentes son quienes tienen que demostrar la veracidad de su 

declaración, las autoridades por su lado también tienen que comprobar 

que la in formación presentada por los contribuyentes no cumple con las 

características de la información presentada por contribuyentes que 

celebran operaciones entre partes independientes únicamente. 

Con este fin las autoridades se verian en la necesidad de recurrir a 

empresas con operaciones comparables a las operaciones de los 

contribuyentes, para solicitar su información contable y económica. 
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Obviamente, debido a las características de las operaciones y a la 

situación financiera, económica, geográfica, etc., del pais, las autoridades 

estarían obligadas a recurrir a empresas de la misma región de los 

contribuyentes, además, claro, dichas empresas tendrían que celebrar 

operaciones comparables a las de los contribuyentes. 

Esto en la realidad , como ya afirme, no ocurre. Las autoridades 

únicamente ulilizan la información de terceros presentada por los propios 

contribuyentes para determinar si sus operaciones tienen o no las 

características de operaciones celebradas entre partes independie ntes. 

Sin embargo, no podemos hacer solamente un estudio práctico de 

los precios de transferencia y olvidarnos de lo que establece la ley, ya que 

es indispensable conocer las disposiciones y sus posibles consecuencias 

para poder proponer una solución tanto teórica como practica a esta falta 

de adecuación entre la ley y el procedimiento practico para el cálculo de 

los precios de transferencia. 

Además, aunque el uso de información confidencial de terceros por 

las autoridades y por los contribuyentes, en la práctica, no es aplicable en 

los procedimientos comunes de determinación y comprobación de precios 

de transferencia, si puede ser útil para comprender las restricciones de las 

autoridades para aquellos casos en los que los contribuyentes no cumplen 

con sus obligaciones fiscales y dentro del procedimiento administrativo 

estas se ven obligadas a cumplir con sus facultades de determinación. 

Como lo había explicado antes, de acuerdo con la ley las autoridades 

tienen la necesidad el e conoce r y estudiar la información de terceros para 

tener un punto de comparación respecto de la información presentada por 

los contribuyentes. 
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Esta necesidad podría representar algunos problemas para los 

contribuyentes, para las autoridades fiscales y para aquellos terceros que 

aceptaran que se utilizara su información. 

3.1. La Información Confidencial y las Disposiciones que regulan los 

Precios de Transferencia. 

La información confidencial en matcria fiscal, al igual que en otras 

materias, proviene del llamado secreto industrial, el que podemos definir, 

de acuerdo con la Ley de Propiedad Industrial, de la siguiente manera: 

"Articulo 82.- ... toda información de aplicación industrial o 
comercial que guarde una persona fisica o moral con carácter 
confidencial, que le signifique obtener o mantener una ventaja 
competitiva o económica frente a terceros en la realización de 
actividades económicas y respecto de la cual haya adoptado los 
medios o sistemas suficientes para preservar su confidencialidad y 
el acceso restringido a la misma ..... oIó 

Además, el secreto industrial debe tener una relación directa con el 

producto, procesos de producción, medios o formas de distribución o 

comercialización de productos O prestación de servicios; no debe 

considerarse como información del dominio público, ni ser evidente para 

un técnico en la materia, con base en información previamente disponible. 

De la definición anterior, podemos decir que la información 

confidencial , es toda aquella información industrial o comercial, que 

debido a su originalidad y exclusividad otorga ciertas ventajas ;j sus 

." - Ley de la Propiedad Industrial". Editorial Porn.".la, S.A .. 10- ed. Mexico. 2004 . j). 6 2. 
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propietarios, ya sea dentro de! proceso productivo o comercial, o bien 

respecto de otros productos o servicios. 

Ahora bien , según el segundo parrafa del articulo 215 de la Ley del 

Impuesto Sobre la Renta, las autoridades fiscales están facultadas para 

utilizar información de empresas que realicen operaciones comparables, ya 

sea para determinar los precios de transferencia, en el caso de que los 

particulares no hayan cumplido con esta obligación~7, o bien para revisar 

las determinaciones realizadas por los contribuyentes. 

-Articulo 215 ... . En el caso contrario, las autoridades fiscales 
podrán detenninar los ingresos acumulables y deducciones 
autorizadas de los contribuyentes. mediante la determinación del 
precio o monto de la contraprestación en operaciones celebradas 
entre partes relacionadas, considerando para esas operaciones los 
precios y montos de contraprestaciones que hubieran utilizado 
partes independientes en operaciones comparables, ya sea que 
éstas sean con personas morales, residentes en el país o en el 
extranjero, personas fisicas y establecimientos permanentes en el 
país de residentes en el extranjero, así como en el caso de las 
actividades realizadas a través de fideicomisos. _ . ." ~ !\ 

Por su parte, el Código Fiscal de la Federación también autoriza a 

las autoridades fiscales a solicitar información de terceras personas para 

ejercer sus facullades de comprobación. Al respecto, el articulo 48 de este 

código dice lo siguiente: 

"Articulo 48.- Cuando las autoridades fiscales soliciten de los 
contribuyentes, responsables solida rios o t erceros, informes, datos 

., Debemos recordar que los dos primeros parrafos del articulo 2 15 , asi como el parrafo 
8° del articulo 106, ambos de la Ley dd Impuesto Sobr ... la Renta obligan al contribuyente 
a detenninar los preóos d e transferenóa en las operaciones que realice con partes 
relacionadas, y sólo en el caso de qUl" no lo haga. la autoridad tendrá la facultad para 
llevar a cabo dicha determinación . Vid . Sllpm. Capitulo 1 Panorama General. 1.6 . 
Naturaleza Juridica de la Determinarión de los Pro·rios d ,- Trallsft'l"l'nc ia . p. 13 . 
• ~ "Ley del Impuesto Sobre la Renta". Oj). 01. pp. 2 15. 



o documentos o pidan la presentación de la contabilidad o parte de 
eIJa, para el ejercicio de sus facultades de comprobación, fue ra de 
una visita domiciliaria, se estara a lo siguiente: ... " 
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Como podemos deducir de los dos articulos antes transcritos, la 

información de terccros, dentro de la que se encuentra la información 

confidencial, jugarla un papel muy importante en la determinación de los 

precios de transferencia, ya que con base cn ella lBS autoridades 

realizarían sus cálculos para determinar si es necesario o no fijar al 

contribuyente precios de transferencia . 

Cabe aclarar que existen otros articulos dentro de la legislación 

fiscal que se pueden tomar en cuenta para fundamentar los actos de las 

autoridades fiscales al hacer uso de la información de terceros para 

cumplir con sus facultades de comprobación , los cuales analizaremos mas 

adelante dentro de este mismo capitulo. 

Ademas, el uso de la información de terceros por parte de las 

autoridades fiscales para cumplir con sus facultades de comprobación, y 

en especial el uso de la información confidencial, presenta otros problemas 

muy graves. 

Primero, el problema de que no existe protección suficiente para los 

terceros en esta materia, y segundo, estrechamente relacionado con el 

anterior, el problema de las sanciones existentes para quienes divulgan la 

información confidencial. En los siguientes dos apartados analizaremos 

más de cerca este fenómeno. 
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3.1.1. Falta de Protección para quienes aportan la Información 

Confidencial. 

Como hemos visto en el apartado anterior, las autoridades fiscales 

están legalmente facultadas, para utilizar información de empresas que 

realicen operaciones comparables, ya sea para determinar los precios de 

transferencia, en el caso de que los paniculares no hayan cumplido con 

esta obligación~?, o bien para revisar las determinaciones realizadas por 

los contribuyentes. 

Al utilizar la información de terceros, las autoridades, y 

posteriormente los contribuyentes objeto del aClO de aUlOridad, pueden 

tener acceso a información confidencial de estas terceras personas, lo que 

implica un gran problema si consideramos que la única forma cien por 

ciento efectiva para evitar que la información confidencial de estas 

empresas sea divulgada o utilizada de forma ilicita es la reserva, es decir, 

que las empresas no presten su información confidencial, supuesto que es 

imposible. 

Por este motivo, el Estado ha decidido establecer diferentes normas 

respecto a la divulgación o uso de información confidencial por personas 

no autorizadas para ello, buscando proteger esta información mediante la 

amenaza de sanción. Esto significa que el Estado ha establecido sanciones 

para las personas que sin autorización divulgan o usan este tipo de 

información, tratando de prevenir el delito por medio del temor a ser 

sancionados . 

• " E:n la práctica, las autoridades fiscales nunca hacen uso de su facul tad para 
determinar precios dc transferencia, ya que en el caso de que los contribuyentes no haya" 
realizado su estudio para comprobar que los coslos de sus 0p'-' Tiwiones cumplen con las 
características de las operaciones realimdas entre part es independientes, consideran que 
los contribuyentes han incumplido con una obligación fiscal. iniciando un procedimiento 
administrativo. 
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Sin embargo, como veremos en el análisis del siguiente apartado, las 

sanciones que nuestro Estado ha determinado para t ratar de disuadir a 

quienes piensan divulgar o hacer uso de la información confidencial sin 

tener autorización para ello, no es suficiente, ya que el benefic io que 

pueden obtener quienes piensan llevar a cabo estas actividades ilicilas (así 

como el perjuicio que le pueden causar a los propietarios de la 

información), es mucho mayor que las sanciones que !es podrían ser 

impuestas. 

3 .1.2. Sanciones a los Contribuyentes por divulgar la In formación 

Confidencia!. 

Como expliqué con anterioridad, el Estado, a través de diferentes 

normas, ha tratado de proteger a los terce ros que prestan su información 

para que las autoridades fiscales puedan determinar o revisar los precios 

de transferencia. 

En el Código Fiscal de la Federación podemos encontrar algunas 

disposiciones que prohiben la divulgación y el uso indebido de la 

información confidencial por parte de los contribuyentes o de sus 

representantes. El articulo 46. párrafos 7° y 8° de este código establece 10 

siguiente: 

"Articulo 46.- .. El contribuyente y los representantes designados en 
los tenninos de esta fracción scran responsables hasta por un plazo 
de cinco años contados a partir de la fecha en que se tuvo acceso a 
la información confidencial o partir de la fecha de presentación del 
escrito de designación. respectivamente , de la divulgación, uso 
personal o indebido , para cU<'Ilqu ier propósito, de la infonnación 
confidencial a la que tuvieron acceso, por cualquier medio, con 
motivo del ejercicio de las facultades de comprobación ejercidas por 
las autoridades fiscales. El contribuvente sera responsable solidario 
por los perjuicios que genere la divulgación, el uso personal o 



indebi(lo de la información, que hag¡m los rcprest"lltantes a los que 
se refiere estc p{¡rrafo. 

La rcvo<:ación de la dcsign;1ción de repn'SC)llanl(' <lutonzado 
para acccder a información ('onfidt,ne ia l proporcloll"lla por len"erOS 
no libera al representante ni al contribuyente de la responsabihd:HJ 
solidaria en que puedan incurrir por la divulga<"ión. LI SO personal o 
indebido, que hagan de dicha informaóón confidcndaL .... ~" 
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Los dos p~rrafos del articulo ;:uHes transcritos, presentan una serie 

de errores que debemos analizar. Primero, el plazo de cinco años. Hace 

responsables a los cont ribuyentes o a sus representa!ltes por un plazo de 

cinco años en caso de que divulguen o utilice n indcbidarncntt: la 

información confidencial a la que tuvieron acceso'o!. 

El plazo de cinco años contados a partir de la fecha en que se tuvo 

acceso a la información confidencial o de la presentación del escrito de 

designación, para el caso de los representantes, no tiene r;:¡zón de ser, 

pues la Ley de la Propiedad !ndusuül no establ('C(' que la información 

confidencial o secrelO industrial tengan una vigenci<:l determinada. Incluso 

los articulos 223, fracciones IV, V Y VI de la Ley de la Propiedad Industrial 

y 211 Y 214 del Código Penal Federal, que describen el tipo penal, no 

determinan un plazo a partir del cual qu ienes conocen la información 

confidencial puedan publicarla o hacer uso de ella sin incurrir en 

responsabilidad5 l . Los articulas antes mencionados. dic('11 lo siguiente: 

;,,, Código Fiseal de t<l. Federación, OJ'. Ciz. p. 46. 
J' Aunque en la ¡lf<lctica los contribuyentes hacen U.s<.> cI, ' la lIlform<1dón públif<'l 
presen tad" por empres.;ls (1(' otros paises. no debernos otv](tal" 'tu(' las aUl0rid"d(' s si 
t ien~n acceso a información cOllsider<1da como eonfid('nó<lt pt'l"l .·m·'"I.·nl'· a las {'mpr('sas 
meXIcanas 
~~ Al cOlllrario Ii.· lo ('sl<lhk,' ido "11 "Sil· pilrrafo. la l.n' ,k t., l'ro]>i.'<1mt t,,<lusll"I.11 s, 
p('rmile .. l \1"0 . por ,·jempl0. 11 ,· una inv'·lldón pOf una lwr",m.' s,,, d Iwnms" <1 .. qUIen la 
registró en el Instituto ~h~."kal1o de 1 .. Propiedad Industn.tI. ,kspu,· .. ,k Ir,·s a.lios 
contados a partir de la rcch .. del otorgamiento de 1 .. patente. o ,k l' uatro <1,;"" d" 1 .. 
presentación de la solicitud . siempre y c uando.se solicite allns!in!!o d otorgarnienlO de 
una !icene';a obligatoria de explolación. Por 10 que de haher (llu'rido.> pProl\lir. d lrgislador. 
que cualquier persona. pudiera h ace r uso de la información confidenCIal 11 .. IIna ¡>mpr¡>sa 
despucs de un tiC'!Il¡}() determinado. lo hubier .. c stabl .. cido asi ,.n la 1,." nwncionada. 



Ley de la Propiedad Industrial 
"Articulo 223.· Son delitos: 

IV. Revelar a un tercero un secreto industrial, que se conozca ron 
motivo de su trabaJo, puesto, cargo, desempeño de su profesión, 
relación de negocios o en virtud del otorgamiento de una licencia 
para su uso, sin consentimiento de la personil que guard e el secreto 
ind ustrial, hauiendo sido prevenido de su confidencialidad. con el 
propósito de obtener un beneficio económico para si o para el 
tercero o con el fin de causar un perjuicio a la persona que guarde 
el secreto; 
V. Apoderarse de un secreto industr ial sin derecho y sin 
consentimiento lit: lél persona que lo guarde o de su usuano 
autorizado, pam usarlo o revelarlo a un te rcero, con e l propósito de 
obtener un beneficio económico para si o para el tercero o con el fin 
de causar un perjuicio a la persona que guarde el secreto industrial 
o a su usuario autori?..ado, y 
VI. Usar la información contenida en un secreto industri;.!I, que 
conozca por virtud de su trabajo, cargo o puesto, ejercicio de su 
profesión o relación de negocios, sin consentimiento de quien lo 
guarde o de su usuario autorizado, o que le haya sido revelado por 
un tercero, a sabiendas (lue este no contaba para ello con el 
consentimiento de la persona que guarde el secre to industrial o su 
usuario autorizado, con el p ropósito de obtener un beneficio 
económico o con el fin de causar un perjuicio a la persona que 
guarde el secreto industrial o su usuario autorizado .... • 
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Por su parte el Código Penal Federal establece en sus articulas 210 Y 

21 1 que se sancionará con uno a cinco años, mul ta de cincuenta a 

quinientos pesos y suspensión de profesión en su caso, de dos meses a un 

año, al que sin justa causa, con perjuicio de alguien y sin consentimiento 

del que pucda resultar perjudicado, revele algún secreto ° comunicación 

reservada que conoce o ha recibido con motivo de su empleo, cargo ° 
puesto al prestar servicios profesionales o técnicos, ser empleado o 

funciotlMio pllblico, o si el secreto revelado o publicado es de caracter 

industrial. 

!\(!t:-mas. rt'~n's;uldo al l'j l'mplo. inl'luso para poder explol"r la invl'r\{·ió'l. la' I1"1l '1"" 
,""mpl,rs, ' ", .. nos n·'l",silos. romo SOl! el solicilar la lirencía obligatoria <1 ... "xplU!anun al 
IIlS1l111l0. por los inlC"resados. y que quien registró di c: ha im'\'ncíón no la haya .'xplotadu 
por el ,i('mpo '1u,' s' ..... ala 111 ley. Por eso. es incongruente que el Código Fi", al ,!t- 1" 
Federadón pcnmta el uso de la información confidem;ial , sin la atHorizaC'Íón (1(' quien 
tit'ne dere¡;ho ét ello. por el simple Iransc:urso del tiempo (de C'Ín¡;u étllOS) . Cfr. artieulos 
223. fracción IV \" 224 de la Ll'.v (l¡; la Propkd"d Industrial. 
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Analizando los articulos anteriores, considero que la protección que 

proporciona el Código Fiscal de la Federación <1 la información confidencial 

de los terceros no es suficiente, por lo que el objetivo de prevenir la 

divulgación o uso indebido de dicha información mediante lA. amenaza de 

sanción no se cumple. 

Posteriormente, el legislador rcdnl'16 de mdlltT<:\ general l '!\ el 

artículo 85, fracción IV, de! Código Fiscal de la Federación, la divulgación 

o el uso personal o indebido de la información confidencial de terceros 

como infracciones, abarcando tambien a los 2 testigos" " que tiene derecho 

de nombrar el contribuyente en caso de una revisión, quienes, en caso de 

que se encuentren en el supuesto descrito ('11 dicho articulo, dcbcran 

responder conforme lo señala el art iculo 86. fracción IV. Estos aniculos, a 

la letra dicen: 

Articulo 85.- Son infracciones relacion¡.¡das con el ('jercicio de la 
facultad de comprobación las siguientes: 
IV.- Divulgar, hacer uso personal o indebido de la información 
confidencial proporcion ad a por terceros indcpendi(;ntt's que a fe cte 
su posición competitiva a que se refieren los articulos 46, fracción 
IV y 48 , fracción Vll de este Código. 

Articulo 86.· A quien cometa las infracciones relacionadas con el 
ejercicio de las facultades de comproba,ión a que se refiere el 
Articulo 85 , se impondrán las siguientes mult<ls; 
IV. De $73,830.00 a $98,440.00 . a la comprenllida t'1l la fracción IV. 

Además, tanto los testigos como los propios contribuyentes y sus 

representan tes, e incluso las autoridades, que divulguen o hagan uso 

indebido de la información confidencial incurrinln en d deli10 sc i'la laelo en 

la Ley ele la Propiedad lndUS1ril'l1 \. en el Cód igo IJe 11:-1 I Federa l . según lo 

\'crcmos un poco mas aclelante. 

''') Como s<'Ibcmos, conforme al N"riculo 16 COllslilUdonaJ. púrr"fo S" . ,.I parlifula r objl' lO 
del acto de autoridad tiene el derecho a nombrar" 2 lI'sllgoS. quienes al final de la 
revisión. jUllIo con el particular. firmarán las actas "in' ullstall' iadas 111.1(' dd}(,ll I('vanlar 
las autoridades. 
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Es importante mencionar que las autoridades podrían considerarse 

inclu idas también en el articulo 85, fracción IV del Código Fiscal de la 

Federación, no obstante, éstas encajan mejor en la descripción del articulo 

87, fracción IV del código, ya que dicho artículo determina las 

infracciones, en materia fiscal, en las que pueden incurrir los funcionarios 

O servidores publicas en el ejercicio de sus fun ciones y su fracción IV se 

refiere específicamente a la divulgación o uso indebido de la infonnaciun 

obtenida tanto de terceros como de los propios con tribuyentes.',1 

Tambien, el articulo 214, fracción IV, del Código Penal Federal 

determina Que comele el delito de ejercicio indebido de servicio público'-'" el 

servidor público que por si o por intcrpósita persona, sustraiga, destruya, 

oculte, utilice, o inutilice iJicilamente información o documentación que se 

encuentre bajo su custodia o a la cual tenga acceso, o de la que tenga 

conocimiento en virtud de su empleo, cargo o comisión. 

Hemos analizado los artículos del Código Fiscal de la Federación que 

determinan como infracciones el usar indebidamente o el divulgar la 

información conlidencial. De igual manera, nombramos los articulos de la 

Ley de la Propiedad Industrial y del Código Penal Federal que tipilican 

dicha conduela como un delito. Ahora es importante realizar el análisis de 

las multas y las penas con que nuestras leyes sancionan ese uso y / o 

di\'ulgación indebida de la información confidencial. 

.-.. Cfr. Aniculo 87. fracción IV del Código Fiscal de la Federación. 
:~ Debemos entender por servidor público lo establecido e n el articulo 212 del Código 
Penal Federal: ·Para los efectos de este Titulo y el subsecuente es servidor público toda 
pl'rsona <llIe QeSl'm¡>eii.e un empleo. cargo o comisión de cualqui('r nflluralel,a t'n la 
Adminislra{"ión Públi{"<l Feder<ll {"entralizada o ('11 la dd DislnlO F<'tI..raL orgmúsmos 
d('s, ·cnlraliu\dos. cmprcS<\s de participación eslatal mayorilari.a, organizaciones y 
so{"ied .. des asimilad .. s a éstas. fideicomisos públicos. l'n el Congreso de la Unión. o Cn los 
poderes Judicial Federal r Judicial del Distrito Ft·dnal. o que mruwjt'l1 re{"ursos 
"{"ollomicos fed.-ralt,s. Uts disposiciones cOlllcnid<ls t'n l'l pn's"nle Ti t ulo. son aplicables a 
los Gobernadores de los Estados. a los Dipul<ldo", a Ifts Legislaturas Locales)" <l. los 
~1<'Igis¡rados de los Tril.>unaJes de Juslicia Locales. por la comisión de los delitos previstos 
en est(' ¡itulo. l'n materia federal . ... - Cfr. ¡\rticulos 210'y 21 I del Código Penal Federal. 
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El Código Fiscal de la Federación, menciona en la fracción IV del 

articulo 86, la multa que se impondrá a aquellas personas que hubieren 

divulgado o hecho uso personal o indebido de la información confidencial 

proporcionada por terceros con el fin de que las Au toridad es fiscales 

pudieran llevar a cabo sus facultades de comprobación o de 

determinación. 

La multa que determina el cód igo por la infracción mencionada, 

puede fijarse entre $73,830.00 pesos y $98,440.00 pesos; cantidad que me 

parece insuficiente si tomamos en cuenta los daños y perjuicios que se 

pueden ocasionar al tercero. 

Ademas, el articulo 88, también del Código Fiscal de la Federación, 

establece las multas para las autoridades que realicen los actos descritos 

con anterioridad, sin embargo, las multas para las autoridades que 

divulguen o hagan uso indebido de la información confidencial es la 

misma que para los particu lares, lo que me parece un error, pues 

considero que los funcionarios y servidores públicos deben ser 

sancionados con mayor rigor que los particulares, ya que las autoridades 

deben contar con un nivel de calidad moral superior al de los particulares, 

si las consideramos como un ejemplo a seguir por los gobernados y como 

las personas que dirigen al país, y si ademas consideramos que no se 

encuent ran en la misma silUación que los particu lares. pues, finalmente , 

son las autoridades quienes solicitan la información de los terceros. 

Entonces, debido a que en la practica las autoridades fiscales 

solici tan de terceros su información para usarla como punto de 

comparación en materia de precios de transferencia . estas Hutorid8des 

podrian solicitar la información de empresas cuya información 

confidencial tuviera un valor considerable, con el objetivo ya no de utilizar 
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dicha información en un acto de autoridad, sino para su beneficio 

personaL 

Por los motivos antes expuestos, creo que es importante que , 

ademas de aumentarse las multas, se impongan sanciones mucho 

mayores a las autoridades que cometan este tipo de ilícitos. 

Por otro lado, el Código Penal Federal señala en el articulo 21 1 que 

la pena que se debe imponer a las personas que revelen un secreto de 

canicter industrial sera de uno a cinco años, multa de cincuenta a 

quinien tos pesos y suspensión de profesión en su caso, de dos meses a un 

año. 5(, 

y el artículo 214, parrafo 30
, del mismo código determina que se le 

impondrán de dos años a siete años de prisión, multa de treinta a 

trescientas veces el salario mínimo diario vigente en el Distrito Federal en 

el momento de cometerse el delito y destitución e inhabilitación de dos 

años a siete años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos 

a los servidores públicos que camelan el delito de ejercicio indebido de 

servicio públicoY 

Las sanciones que establece la Ley de la Propiedad Industrial sobre 

este tema, las encontramos en el artículo 224, y establece que pueden se r 

de dos a seis años de prisión y multa por el importe de cien a diez mil días 

de salario minimo general vigente en el Distrito Federal. 

'lO'> A este tipo de delitos le llama el Código Penal Federal, delitos de revelación de sec retos. 
Cfr. Aniculos 2 10 y 211 del Código Penal Federal. 
~7 Vid. supra. Apartado 3 . 1. 1. Falta de Pro!N·.r ión para quiene", :\porl¡m la Información 
Confidencial. p. 39. 
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Ahora bien, tomando en cuenta lo establecido por el articulo 64 del 

Código Penal Federal, en materia de concurso ideal de delitos5!\, se debe 

aplicar la pena que corresponda al delito que merezca la mayor, la cual se 

puede aumentar hasta una mitad del maximo de su duración. Es decir, 

como en este caso los delitos que merecen la pena mayor se tipifican en el 

articulo 214~ fracción IV, para el caso de las autoridades, las penas que 

pueden imponerse seran de tres a diez años de prisióll , multa de cuarenta 

y cinco a cuatrocientas cincuenta veces el salario minimo diario vigente en 

el Distrito Federal en el momento de cometerse el delito y destitución e 

inhabilitación de tres a diez años para desempeñar otro empleo, cargo o 

comisión publicas, correspondientemente. 

En el caso de los particulares que cometan este tipo de ilicitos no 

opera el concurso ideal de delitos, ya que no cometen dos o más delitos 

con una sola conducta, sino un mismo delito, el de revelación de secretos, 

previsto tanto en la Ley de la Propiedad Industrial, como en el Código 

Penal Federa] en los artículos antes señalados. Por este motivo y siguiendo 

los principios de irretroactividad de las leyes y de la aplicación de la ley 

más favorable59 , en este caso la sanción que debe aplícarse es la menor. 

La pena menor prevista para quienes cometan el delito de revelación 

de secretos la establece el Código Penal Federal en el mismo articulo 211, 

Y es de uno a cinco años de prisión, multa de cincuenta a quinientos 

ÓI! Se considera por el Código Penal Federal, que existe concurso ideal de delitos cuando 
con una sola conducta se cometen varios delitos. Cfr. Artir:ulos 18 y 6 4 del Código Penal 
Ft~deral. 

.-" El articulo 14 de la Constitución. e n su primer párrafo nos dice 'llle"A ninguna ley se 
dani ..,f('cto retroactivo en perjuicio de persona alguna: Por lo que a oortrrario sens". 
debemos entender que se les debe dar efecto retroactivo <'l Il'ts Icy{'s en beneficio de Il'ts 
personas. por lo que la ley que debe aplicarse en este caso es la m'ás \)enefic<'l. Ademas. "1 
Código Penal Federal en los articulos 56 y 117. reitera lo que establece la Constitución. 
"Constitución Política de los EUM". Op. cif. p. 2 1. "Código Penal Federal", "Sumario Penal 
Federal' Ed, Themis. 4a ed. Mexico, 2004. pp. 56 Y 117. 
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pesos, y suspensión de profesión de dos meses a un ano si el ilícito lo 

comete un particular que presta sus servicios profesionales o un tecnico. 

Por olro lado, es indispensable analizar el primer parrafo del articulo 

70 del Código Fiscal de la Federación el que a la letra dice: 

' Articulo 70.- La aplicación {!c las multas, por infracciones a las 
disposiciones fiscales, se hará independientemente de que se exija 
el pago de las contribuciones rcspectiv<ls y sus demás accesorios, 
así como de las penas que impongan las autoridades judiciales 
cuando se incurra en responsabilidad penal. .... 

Cómo podemos ver en el parrafo antes transcrito, el Código Fiscal de 

la Federación determina que las multas fiscales se pueden exigir adema s 

de las penas que impongan las autoridades judiciales cuando se incurra 

en responsabilidad penal. Sin embargo, regresando a los principios de 

aplicación de la pena mas favorable y de irretroaclividad de las leyes, ¿no 

seria posible que las multas determinadas en el Código Fiscal de la 

Federación60 excluyeran de la responsabilidad penal al no considerarse la 

conducta como un delito por dicho códigO?6I 

Finalmente, considero que ni las multas determinadas en el Código 

Fiscal, ni las penas establecidas en el Código Penal para los particulares, 

son suficientes para cvilar que este tipo de ilicitos se lleven a cabo. Las 

únicas penas que me parecen razonables, son las determinadas para las 

autoridades, aunque me parece que la destitución e inhabilitación para 

desempeñar otro cargo público en vez de ser de tres a diez años, deberia 

60 Debemos tomar en cuenta (IUl' el Código Penal Federal entró en vigor el 17 dt> 
septiembre de 1931, mientras (Iue (,1 Código Fiscal de la Federación, entró en vigor el IU 
de enero de 1983 . 
61 Con el fin de mantencrnos dentro de nuestro tcma principal, los precios de 
transferencia. no a bordo por r.omplel<J est" cuc"Hión . No obstante. ello no impide qu(" 
dicha controversia sea analizada en el próximo c<lpitulo . 
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ser indefin ida, por lo menos en un cargo público en el que pudieran 

cometer un delito similar. 

3.2. La Determinación de los Precios de Transferencia en México. 

Las autoridades fisca les para poder cumplir con sus facultades de 

comprobación y de delerminaciónól en materia de precios de transferencia, 

pueden valerse tanto de la visita domiciliaria, como de la revisión de 

gabinete. Obviamente, al igual que en cualquier otro procedimiento 

fiscalizador, dichas autoridades deben cumpli r con las reglas establecidas 

tanto en nuestra Constitución, como en el Código Fiscal de la Federación, 

para poder llevar a cabo tales actos de autoridad . Sin embargo, existen 

algunas reglas aplicables únicamente a los casos de comprobación o de 

determinación de precios de transferencia y que pueden generar 

problemas para los contribuyentes. 

Por este motivo, este apartado está enfocado al análisis de esas 

reglas especificas y de los problemas que pueden presentar para los 

con tribuyentes al verse afectados por un acto de autoridad de este tipo. 

Aunque este análisis es meramente teórico y los puntos criticables 

tanto de la visita domiciliaria como de la rcvisión de gabinete están 

estrechamentc ligados con la información confidencial de terceros, la cual 

en la práctica no es uti l izada ni por las autoridades ni por los 

~:.t Aunque como ya explique antes (md. Nota al pie 491. la", autoridades nUIl("a IH~c{'n uso 
de la facultad de determinación que les otorga el segundo parrafo del articulo 215 de la 
Ley del Impuesto Sobre la Renta. para aquellos casos en los que los contribuyentes no 
cumplan con su obligación de calcular el coslO de sus operaciones considerando los 
coslos de operaciones similar('"s celebradas entre partes independientes. si tienen que 
llevar a cabo la delerminación del impuesto a p~ar por los contribuyentt"s una vez 
iniciado el procedimiento administrativo y sobre esl{'. cakulo calcular las multas. recargos 
y sanciones que procedan . 
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contribuyentes, si es útil, como lo he dicho antes, para poder encontrar 

una solución, afin tanto a la teoría como a la práctica, al problema de la 

concordancia entre lo dispuesto por la ley y 10 que sucede en la rcalidad. 

Además, también es útil para comprender el procedimiento en el que 

se puede ver envuelta la autoridad administrativa en aquellos casos en los 

que los contribuyentes no presenten el estudio comparativo entre su 

información contable y la de las empresas comparables, y se inicie el 

procedimiento administrativo, pues en estos casos la autoridad si tcndra 

que determinar el monto sobre la cual se calculara el adeudo del 

contribuyente. 

3.2.1 . Auditarla. 

La auditoría o mejor dicho la visita domiciliariab 3 en materia de 

precios de transferencia, tiene su fundamento en el articulo 42, fracción 

111, del Código Fiscal de la Federación, y las reglas que deben observar 

tanto las autoridades como los contribuyentes se establecen en los 

articulas 43 a 47 del mismo código. 

Dentro de los articulas referidos en el parrafo anterior merece 

especial atención lo establecido en el articulo 46, fracción IV, párrafos 4°, 

5° Y 6° (dentro de dicha fracciónl. Estos parrafos establecen Jo siguiente: 

W La acepción "auditoria", se refiere al balance o a la verificación de datos que llevan a 
cabo las autoridades con el fin de conocer la situación de una empresa en un momento 
dado, por lo que tanto en la visita domiciliaria como en la revisión de gabinete se lleva a 
cabo una auditorla. Por otro lado. la visita domiciliaria no ~10 es utilizada por el Código 
Fiscal de la Federación. sino también por nuestra Constit ución en un SCIHido más amplio 
que abarca todo el ámbito administrativo, sin embargo, el Código Fi:;cal de la Fedración si 
es el unico que ha utiliudo este término, pues otros ordenamientos administrativos 
utilizan las palabras 'visita de inspección". "Diccionario Jurídico Mexicano' Ed. Porrua, 
UNAM. 128 ed. México, 1998. Tomo poZo pp. 3253-3255. "Oi("cionario de la Lengua 
Española' . Ed. Planeta. 28 ed . Barcelona. Esp<ula. 1990. p. 132 . 



"Articulo 46. - La visita en el domicilio fiscal se desarrollará 
conforme a las siguientes reglas: 
.. .IV. Con las mismas formalidades a que se refieren las fracciones 
anteriores, se podrán levantar actas parciales o complementarias en 
las que se hagan constar hechos, omisiones o circ.unstancias de 
carácter concreto, de los que se tenga conocimiento en el desarrollo 
de una visita. Una vez levantada el ¡¡cta final, no se podrán levantar 
actas complementarias sin que exista una nueva orden de visita. 

-y los párrafos cuarto, quinto y sexto de esta fracción 

establecen:-

... Tratándose de visitas relacionadas con el ejercicio de las 
f¡¡cultades a que se refieren los articulos 215 y 216 de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, deberán transcurrir cuando menos t.res 
meses entre la fecha de la ultima act.a parcial y el acta final. Este 
plazo podrá ampliarse por una sola vez por un plazo de dos meses a 
solicitud del contribuyente. 
Dentro de un plazo no mayor a quince dias hábiles contados a 
partir de la fecha de la ultima acta parcial, exclusivamente en los 
casos a que se refiere el párrafo anterior, el contribuyente podrá 
designar un mfudmo de dos representantes, con el fin de tener 
acceso a la información confidencial proporcionada u obtenida de 
terceros independientes respecto de operaciones comparables que 
afecte la posición competitiva de dichos terceros. La designación de 
representantes deberá hacerse por escrito y presentarse ante la 
autoridad fiscal competente . Se tendrá por consentida la 
información confidencial proporcionada u obtenidn de terceros 
independientes, si el contribuyente omite designar, dentro de! plazo 
conferido, a los citados representantes. ws contribuyentes personas 
fisicas podnin tener acceso directo a la informnción confidencial a 
que se refiere este parrafo. 
Presentada en tiempo y forma la designación de representantes por 
el contribuyente a que se refiere esta fracción, los representantes 
autorizados tendrán acceso a la información confidencial 
proporcionada por terceros desde ese momento y hasta los cuarenta 
y cinco días habiles posteriores a la fecha de notificación de la 
resolución en la que se determine la situación fiscal del 
contribuyente qut.> los designó. Los representantes autorizados 
podran ser sustituidos por ú.nica vez por el contribuyente, debiendo 
este hacer dd conodmiento de la <lutorid<ld fisc<ll In revocación y 
sustitución r~specliv<'ls, en la misma fecha en que se hag<l la 
revocación y sustitución. L<I autoridad fisc¡:¡1 deberá levantar acta 
circunstanciada en la que haga constar la naturaleza y 
caractensticas de 1<1 información y documentación consulTadas por 
el o por sus representantes designados, por cada ocasión en que 
esto ocurra. El contribuyente o sus representantes no podran 
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sustraer o fotocopiar información alguna, debiéndose limitar a la 
toma de notas y apuntes. 
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El primer error que debemos destacar de los parrafos antes 

transcritos son las tardías reformas realizadas al Código Fiscal de la 

Federación, para adecuarlo a la nueva Ley del Impuesto Sobre la Renta. 

pues incluso hasta el año 2003, este código hacia referencia a los articulas 

64-A y 65 de la Ley del Impuesto sobre la Renla, en vez de a los articulas 

215 y 216 de la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente. 

Aunque el error arriba explicado no es de caracter sustancial, 

considero que es necesario hacer las correcciones correspondientes a 

tiempo para que las disposiciones fiscales sean más comprensibles no sólo 

para los contribuyentes, sino tambien para las autoridades, y con ello 

promover el cumplimiento y la correcta aplicación de este tipo de normas. 

Tratando el caso del parrafo quinto, considero que el problema 

consiste en la designación de representantes por parte de! contribuyente, 

pues al no conocer éste todavía la información confidencial, no puedc. 

determínar qué tipo de representantes va a nombrar, es decir no sabe a 

que especialistas nombrar como reprcsentantes. Por este motivo, la única 

solución que me parece lógica en estos casos es que el contribuyente 

designe a sus representantes sin tomar mucho en cuenta sus 

conocimientos, pero siempre dentro del término de los 15 días posteriores 

a que se haya levantado la última acta parcial, y una vez que tenga 

conocimiento de la información confidencial y con ello del tipo de 

profesionistas que requerirá para interpretar mejor dicha información , 

entonces sustituir sus representantes. 

Sin embargo, esto presenta otro problema, ya que el contribuyente 

puede necesitar mas de dos especialist.as diferentes y en tal caso ya no 
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podrá. sustituirlos, ya que el código sólo permite hacerlo por una vez. 

También debemos considerar el tiempo, pues el contribuyente debe 

analizar la información confidencial, y después encontrar los 

profesionisl3S necesarios que puedan ayudarle. 

Pongamos como ejemplo el caso de una empresa que produce 

teléfonos móviles y que lleva a cabo operaciones con otras empresas de su 

grupo, por lo que se consideran parles relacionadas. Al revisar la 

información con fidencial de empresas con operaciones comparables, esta 

empresa podría necesitar especial istas en Derecho Fiscal, en De recho de 

Propiedad Industrial, en contabilidad, en electrónica, en sistemas, y en 

todas aquellas materias que se relacionen con los componentes de un 

teléfono, como son plásticos, metales, etc ... 

Cada especialista seria indispensable para aclarar cuestiones 

relacionadas con su materia, por ejemplo el especialista en Derecho Fiscal 

seria quien llevaría el caso por conocer la ley y el procedímiento fiscales, el 

especialista en Propiedad l nd~strial aclararía cualquier cuestión 

relacionada con marcas, patentes, diseños industriales y demás temas 

similares que, como sabemos, pueden influir en gran medida en el precio 

de un producto, el contador público revisaria la con tabilidad de las 

emprcsas quc realizan operacIOnes comparables para saber si 

efectivamente pueden considerarse o no operaciones comparables. 

Por su parte, los especialistas en electrónica, sistemas y demás 

técnicos serían necesarios para poder determinar si cada uno de los 

componentes del teléfono o teléfonos con los quc se compara su producto 

son realmente similares o no, es decir, si ulilizan los mismos materiales, 

calidad, tipo de producción, redes, ctc .. 
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Continuando con este ejem plo, supongamos que el contribuyente se 

las ingenia para poder revisar la información confidencial de las empresas 

con operaciones comparables con cuatro especialistas. Primero va a 

designar sus dos representantes y una vez que terminen de analizar la 

información específicamente en la materia que se especializan, los va a 

sustituir por otros dos. Pero ¿qué pasaría si uno de estos especialistas se 

enferma, se muere o de cualquier otra forma queda incapacitado para 

continuar su análisis una vez nombrado como representante para analizar 

la información confidencial? 

Pues pasaría que el contribuyente ya no podría nombrar otro 

representante , por ello no conocería los elementos para determinar si las 

operaciones comparables son efectivamente similares o no a las suyas, y 

finalmente perderia un elemento importantísimo para apoyar su defensa, 

Como podemos ver en los ejemplos anteriores, no sólo es claro que el 

número de personas necesario para realizar un analisis completo de la 

información confidencial de las empresas con operaciones comparables es 

mucho mayor que el número permitido por la ley, sino que ademas es 

inadmisible que la ley imponga limites tan absurdos evitando que los 

contribuyentes puedan defenderse adecuadamente. Esto evidentemente 

viola tanto la garantia de aud iencia como la de legalidad. 

Ademas, el plazo d(' quince dias habiles contados a partir de la fecha 

de la última acta parcial tampoco es suficiente para determinar el tipo de 

especialistas qu(' se \'an a necesitar. Regresando a nuestro ejemplo, 

tendriamo::. quinv di;1S para determinar que es el espccialisl<I en pláslil:os 

y en sistemas, y no los especialistas en electrónica y en mecanica, los que 

necesitamos para defendernos, porque las caracteristicas de los productos 

de las otras empresas específicamente en estas dos materias no son 

similares a los nuestros. Esto resulta sumamente difícil si además 
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consideramos que la información confidencial que debemos analizar no es 

la información de una sola empresa, sino de un grupo de empresas que la 

autoridad considera que reali7..an operaciones comparables a las nuestras. 

Esto, una vez más, es inaceptable, perjudica al contribuyente al 

dificultarle reunir todos los elementos necesarios para su defensa y por 

ello, igualmente, viola la garan!i8 de audiencia y de legalidad. 

El plazo que tiene el contribuyente para revisar la información 

confidencial una vez nombrados a sus representantes suena un poco más 

lógico . El párrafo cuarto, de la fracción lV, del articulo 46 del Código Fiscal 

de la Federación antes transcrito, establece que el contribuyente tiene tres 

meses, prorrogables por otros dos mas si asi lo solicita, mas cuarenta y 

cinco días habiles para revisar la información confidencial de los terceros. 

Como dije, este plazo suena lógico, sin embargo, en este caso 

también debemos considerar que el contribuyente tiene que analizar la 

información confidencial no únicamente de una empresa, sino de un 

grupo de empresas con las que se va a comparar su información. Por este 

motivo, este plazo también puede resultar insuficiente para que los 

contr ibuyentes analicen la información confidencial con la que estan 

comparando sus operaciones. 

Entonces, tornando en cuenta el principio de derecho procesal de la 

ampliación de la prueba, el cual permite al juzgador practicar, repetir o 

ampliar cualquier di l igencia probatori8 si 10 considera necesario para el 

conocimiento de la verdad'''' . con In única condición de considerar los 

b4 El articulo 80 del Código Federal de Procedimientos Civiles establee ... que "Los 
tribunales podran decretar. en todo liemp·o. S(,a CUi.1 fuere la nat uraleza del negocio. la 
practica, repetición o ampliación de cualquier diligen,ia probatoria. siempre que se estime 
necesaria y sea conducente para el conocimiento de la verdad sobre los puntos 
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derechos de las partes y procurar la igualdad de condiciones entre ellas, 

considero que la mejor solución ~ la que podemos llegar es que el plazo 

que establece la ley si sea un limite, pero un limite mínimo. Es decir, que 

exista en la ley un número de representan tes y un plazo mínimos para que 

los cont ribuyentes tengan acceso a la información confidencial, y que este 

plaw pueda incrementarse a criterio de la autoridad fiscal, o a petición 

razonada del interesado. 

De esta forma, en los casos en los que la autoridad no aumente de 

oficio el plazo para nombrar a los representantes, el plazo para revisar la 

información confidencial y el número de representantes, los 

contribuyentes tendran derecho a solicitar autorización para hacerlo 

cuando lo consideren conveniente, y en caso de que dicha petición sea 

negada por las autoridades, tendnin derecho a impugnar esa resolución. 

Por otro lado, en caso de que el contribuyente no designe a sus 

representantes dentro del plazo de los quince días posteriores a la fecha de 

la ultima acta parcial, el código establece que se tendra por consentida la 

información confidencial. Me parece que lo anterior afecta las garanlias de 

legalidad y de audiencia del contribuyente, pues, como ya explique antes, 

este plazo es insuficiente para determinar el tipo de especialistas que debe 

nombrar, por lo que no deberia considerarse como consen tida la 

información confidencial, ya que el contribuyente ni siquiera tuvo acceso a 

ellaCo:; . 

controvertidos. En la práctica de esas diligencias. obrarán como lo estimen procedente, 
para obtener el mejor resultado de ellas. sin lesionar los derechos de las partes. y 
procurando en todo su igualdad" . 
,,~ Vid . "t/ra. Capitulo IV. 4 .2. Los Articulos 14 y 16 Constitucionales y l<'ts Disposiciones 
Sobre Precios de Transfere ncia. p. 74 . 
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El párrafo sexto establece que los comribuycntes o sus 

representantes no pueden ni sustraer ni fotocopiar la información a la que 

tengan acceso, sino que sólo pueden tomar notas y apuntes. 

Esto en un principio podría parecer que obstaculiza la defensa del 

contribuyente, al no permiti r que el contribuyemc reúna la información 

que considere necesaria para ello. Sin embargo, como bien lo aclara el Lic. 

Raúl Rodríguez y Lobato, estas medidas son necesarias para evitar que los 

con tribuyentes puedan usar o divulgar en forma ilícita la información 

confidencial a que tienen acceso.(>(' 

3.2.2. Revisión de Gabinete. 

La revisión de gabinete, como sabemos, es muy similar a la visita 

domiciliaria, ambas tienen como Iin el que las autoridades fiscales puedan 

cumplir con sus facultades de comprobación o de determinación, según 

sea el caso, y para ello, en ambas, las. autoridades revisan tanto la 

información del contribuyente, como la información de terceros, en su 

caso. 

Sin embargo, también tienen algunas diferencias estos actos de 

autoridad. La principal diferencia radica en que mientras que en la visita 

domiciliaria la revisión se realiza en el domicilio del contribuyente, en la 

revisión de gabinete se lleva a cabo en las instalaciones de la misma 

autoridad. 

,', RODRíG UEZ Y LOBATO. Raúl. Exposición de daS<' del , urso de Den'dlO F;$(""<\I 11. 
Fa("ullad de Derecho. UNAM . 2004. 
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Ahora bien, la revisión de gabinete se regula principalmente por el 

articulo 48 del Código Fiscal de la Federación y obliga a las autoridades a 

comunicar al contribuyente, mediante un oficio de observaciones, las 

faltas que haya encontrado en la in formación presentada por el mismo. En 

el caso de que la autoridad no tenga observación alguna que comunicar al 

contribuyente, también mediante un oficio dara por concluida la revisión 

de gabinete de los documentos solicitados. En todo caso, la autoridad está 

obligada a fundar y motivar sus resoluciones. 

Por otro lado, el mismo articulo del Código Piscal de la Federación, 

determina Que cuando se trale de precios de transferencia, la revisión de 

gabinete se va a regular de acuerdo a lo que establece la fracción IV del 

articulo 46 del código, la cual revisamos en el apartado anterior. La 

fracción VII del articulo 48, a la letra, dice: 

"Artículo 48.· Cuando las autoridades fiscales soliciten de los 
contribuyentes, responsables solidarios o terceros, informes, datos o 
documentos o pidan la presentación de la contabilidad o parte de 
ella , para el ejercicio de sus facultades de comprobación, fuera de 
una visita domiciliaria, se estara a lo siguiente: 
... VI!. Tratándose de la revisión a que se refiere la fracción IV de 
este articulo, cuando ésta se relacione con el ejercicio de las 
facultades a que se refieren los articulos 215 y 216 de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, el plazo a que se refiere la fracción 
anterior, sera de tres meses, pudiendo ampliarse por una sola vez 
por un plazo de dos ml'SCS a solicitud del contribuyente. 

En los casos a que se refiere el párrafo anterior, el 
contribuyente directamente o los representantes que designe , en los 
términos de la fracción IV del artículo 46 de este Código, tendran 
acceso a la informadón confidencial proporcionada u obtenida de 
terceros independientes, sujetándose a los términos y 
responsabilidades a que se refiere dicha fracción. · 

Finalmente, el articulo 46 -A del Código Fiscal establece el plazo con 

que cuenta la autoridad para realizar la visita domiciliaria o la revisión de 

gabinete. De acuerdo con este articulo, las autoridades en los casos en que 

ejerzan sus facultades para verificar el cumplimiento de las obligaciones 
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relativas a los precios de transferencia tendnin un plazo de dos años 

contados a parti r de la fecha de notificación al contribuyente del inicio del 

ejercicio de esas facultades de comprobación. 

Corno podemos deducir del articulo anterior, así como de los dem<'lS 

articulos que regu lan tan to la revisión de gabinete como la visita 

domiciliaria, la autoridad dispone de muchas ventajas frente al 

contribuyente. Para em pezar , las autoridades tienen mucho más tiempo 

que los contribuyentes para analizar la información de los tcrceros y de los 

propios contribuyen tes. Además, las autoridades pueden con lar con 

cualquier número de agentes para verificar la información confidencial, 

mientras que los contribuyentes sólo con dos, [os cuales pueden ser 

sustituidos por una sola vez, siempre que hayan sido nombrados dentro 

del plazo de quince días que establece la fracción IV del articu lo 46. 

Por estos motivos, considero que se le debería permitir al 

con tr ibuyente contar con un plazo de por lo menos un mes, a partir de que 

se levante la ultima acta parcial o el oficio de observaciones, para nombrar 

a los representantes que podran tener acceso a la información confidencial 

de los terceros. Se le debe permitir, también, nombrar a un número mayor 

de representantes. Y finalmente, como ya lo había propuesto antes, se 

debe facultar a lfls autoridades fiscales para autorizar plazos y numeros de 

representantes mayores que los limites (que ahora serian minimos), 

establecidos en la ley. 

3.3. Medios de Defensa. 

Con el fin de tener una nocíón mas amplia de los precios de 

transferencia, considero importante rcs.'ll tar las características 

fundamentales d('" los diferentes medios de defensa que existen en esw 
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materia, por lo que en el presen te apartado me ocupare esencialmente del 

estudio del recurso de revocación y del juicio de nulidad . 

Además, siguiendo las palabras del autor Dion isia J. Kayc, cabe 

aclarar que el proceso administrativo con que cuentan los cont ribuyentes 

para desvirLUar las actas levantadas por las autoridades fiscales 0, en su 

caso, el oficio de obselvaciones, no es un recurso administrativo. Ello se 

debe a que los recursos administrativos proceden contra las resoluciones 

dictadas en materia fiscal , mientras que las actas y los oficios de 

obsc"'aciones no son resoluciones de ninguna naturaleza, sino 

simplemente documentos en los que se hacen constar los hechos y 

omisiones encontrados por las autoridades fiscales, en las obl igaciones 

fiscales a cargo del contribuyente<'7. Y aunque lo considcraramos como un 

medio de defensa de los contribuyentes, por t ratar de evitar una 

controversia fiscal mediante la presentación de la información Que 

desvirtúe las conclusiones asentadas en las aclas de las visitas 

domiciliarias o en los oficios de observaciones, considero innecesario 

repetir en este apartado las observaciones realizadas en los dos apartados 

anteriores. 

Por otro lado, aunque si debemos considerar al j uicio de amparo 

como un medio de defensa en matería de precios de transferencia, 

resultaría poco útil, tornando en cuenta los fines del presente trabajo, el 

hacer un estudio de este juicio, ya que cllo no sólo nos apartaría de! tema 

central, sino que ademas no existen diferencias en la tramitación de dicho 

juicio en relacíón con otras materias. 

b1 KAYE. Dionisio J. "Derecho Proce sal F"i:<ear Ed. Themis, 6~ ed . México, 2000. pp. 2 11. 
220. 
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Por los motivos antes expuestos, a continuación explico brevemente 

las principales reglas que siguen el recurso de revocación y el juicio de 

nulidad con el fin ya antes mencionado de comprendC'r un poco mejor los 

medios de defensa en maleria de precios de transferencia. 

Recurso de Revocación. 

El recurso de revocación tiene su fundamento legal en el articulo 

116 del Código Fi scal de la Federación. Además, los articulos 117, 120, 

121, 122, 123 Y siguientes del mismo código, nos señalan las reglas a que 

debe sujetarse la tramitación de este recurso. 

El recurso de revocación debe promoversc dentro de los 45 días 

siguientes a aquel en que surta efectos la noti ficación del acto que se 

reclama, o al día en que el afectado haya tenido conocimiento del mismo o 

de su ejecución, salvo para el caso de que el acto que se reclama sea la 

valuación de los bienes embargados, caso en el que, de acuerdo con el 

articulo 175 del código, el afectado solamente tendrá diez dias para 

interponer el recurso. 

En el escrito en el que se interpone el recurso el particular debe 

expresar los agravios que considere que el acto administra tivo le ha 

causado, tambien debe ofrecer las pruebas que se van a rendir y debe 

acompañar las pruebas que asi lo permilan y expresar los hechos 

con trovertidos de que se trate. De existir pruebas supervenientes, estas 

podrán presentarse siempre que no se haya dictado la r('solución del 

recurso. 

En lo que se refiere a las pruebas, en el recurso (k re\·ocaClón se 

admite lodo tipo de pruebas, salvo la prueba confesional y testimonial a 
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cargo de las autoridades mediante absolución de posiciones. No debemos 

considerar comprendida en este tipo de pruebas la petición de informes a 

las autoridades fiscales relativas a los hechos que consten en sus 

expedientes o en los documentos anexos a los mismos. 

A partir de que termine la instrucción, la autoridad esta obligada a 

dictar su resolución y a notificarla en un plazo no mayor a tres meses 

contados a panir de la fecha de interposición del recurso. En caso de que 

la autoridad no conteste dentro del plazo señalado, operara la 

confirmadón rieta. 

Otros documentos que se deben anexar a l escrito en el que se 

interponga el recurso son el la documentación relativa a la personalidad 

con que se promueve, el documento en el que conste el acto impugnado, 

así como la constancia de la notificación del mismo, a menos que el 

particular declare bajo protesta de decir verdad que no recibió dicha 

constancia, que la notificación se practicó por correo certificado con acuse 

de recibo, que se realizó por edictos, en cuyo caso. deberá señalar la fecha 

de la última publicación y el órgano en que se llevó a cabo, o que se trata 

de una confirmación ficta. 

Los actos con tra los que procede el recurso de revocación, actos que 

pueden causar los agravios en contra del contribuyente, se enumeran en 

el articulo 117 del propio código. Dentro de estos casos, la fracción 1, 

inciso a) y la fracción 11, también inciso a), determinan lo siguiente: 

"Articulo I 17.· El recurso de revocación procederá contra: 
1. Las resoluciones definitivas dictadas por autorid<ldes fiscales 
federales que: 
a ) Determinen contribuciones, accesorios o aprovechamientos . 
... 11. Los actos de autoridades fiscales federales que: 
a) Exijan el pago de néditos fiscales. cuando se all'gue que estos se 
han extinguido o que su monto real es inferior al exigido, siempre 



que el cobro en ex('cso sea imputable a la autoridnd ejecutora o se 
refiera a recargos, gasLOs de ejecución o a la indemnización a que se 
refiere el articulo 21 de este Código .... ~'>l!l 

63 

Hago mención especial de estas fracciones porque solamente estos 

dos incisos y sus fracciones contienen los prcsupucslOS para que pro<.:cda 

el recurso de revocac ión en contra de los actos de autoridad relacionados 

con precios de transferencia. 

El recurso de revocación debe interponerse ante la propia autoridad 

que llevó a cabo el acto de autoridad que se impugna. Normalmente las 

autoridades que emiten el acto impugnado en el recurso de revocación son 

la Administración General de Recaudación o bien la Administración 

General de Auditoría Piscal rederal, mientras que la autoridad que 

resuelve el recurso de revocación es la Administración General Jurídica. 

Sin embargo, debido a que las tres se encuentran dentro del Sistema de 

Administración Tributaria, para estos efectos debemos considerarlas como 

una sola autoridad. 

Vale la pena aclarar que el recurso de revocación es optativo an tes 

de acudir al Tribunal Federal de Justicia Piscal y Administrativa. 

Por otro lado, el articulo 133 del código determina que la ¡"('solución 

que ponga fin al recurso puede: 

1. Desecharlo por improcedente, tenerlo por no interpuesto o 

sobreseerlo; 

11. Confirmar el acto impugnado; 

(>!j La indemnización a que se refiere el articulo 21 del Código Fiscal. es la indt'mnil'<lción a 
que tienen derecho las autoridades fiscales en los casos en (lue el contrihu."t·nte pa.gu(· 
con che{!ue y este no tenga fondos. ('aso en {'I que la aut"rid",l ('.,>;igir;" el 20"" ,it'l val"f dd 
cheque, independientemente del pngo de la deuda printipal y sus ,,(T,'sunos. Cfr. 
articulos 21 y 117 del Código Fiscal de la Federación. 
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111. Mandar reponer el procedimiento administrativo o que se emita 

una nueva resolución; 

IV. Dejar sin efectos el acto impugnado; o 

V. Modificar el acto impugnado o dictar uno nuevo que lo 

substituya, cuando el recurso interpuesto sea total o 

parcialmente resuelto a favor del recurrente. 

y afirma también que en caso de que se deje sin efecto el acto 

impugnado por la incompetencia de las autoridades que lo emitieron, la 

resolución declarara la nulidad lisa y llana. 

Este articulo, aunado a que el recurso de revocación procede ante la 

misma autoridad que hizo la determinación, puede perjudicar al 

contribuyente , pues resulta dificil pensar que las mismas autoridades que 

emitieron el acto impugnado pueden ser imparciales al resolver el recurso 

interpuesto. 

En general, estas son las reglas principales en las que se basa el 

recurso de revocación . Existen muchas otras reglas dentro del Código 

Fiscal de la Federación y de su reglamento que no considero necesario 

comentar, pues es suficiente comprender las reglas anteriores para darnos 

una idea de este recurso. 
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Juicio de Nulidad. 

El juicio de nulidad como un medio de defensa en materia de precios 

de transferencia tiene su fundamento legal en el articulo 11, fracción IV de 

la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal~' Adrninistrativa{)·). 

Conforme al artículo recienteme nte mencionado . el juicio de nulidad 

procede contra las resoluciones definitivas dictadas por las aUlOridades 

fiscales que causen un agravio en materia fiscal distinto a los 

mencionados en las fracciones [ a !J[ de dicho articulo70 , en la que se 

determine la existencia de una obligación, se fije esta en cantidad líquida o 

bien se den las bases para su liquidación. 

En el caso de los precios de transferencia, debemos recordar que [as 

autoridades fiscales tienen facultades ya sea para determ inarlos, en caso 

de que el contribuyente no lo haya realizado por si mismo, o bien para 

modificar la autodeterminación del contribuyente, una vez revisada su 

contabilidad y siempre que se encontraren errores en la misma. Por este 

motivo, la determinación de precios de transferencia por parte de las 

au toridades, o en su caso, la modificación de la au tode terminación 

realizada por los propios contribuyentes, le puede causar un agravio a 

dichos contribuyentes cuando como resultado de la dCICrminación o 

modificación los con tribuyentes tengan que pagar más impuestos . 

Ademas, si el contribuyente no impugna la determinación de precios 

de transferencia o la modificación a su autodeterminación, estos actos de 

autoridad quedarían firmes al considerarse como actos consentidos. 

"'", Cfr. Articulo 11 , fracción IV, de ta Ley Organica del Tribunal FNkntl d(' Jus1icia Fisc«¡ y 
Administrativa. 
~Q Cfr. Artículo I J. fracción 1. 11 Y IIL de la Ley Org<'lIIi{·" <1,·1 Tril"",,,l F('dnal d,' Justicia 
Fisc,tl y Administrativa. 
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Por otro lado, la demanda en el juicio de nulidad debe presentarse 

ante la sala regional en cuya circunscripción territorial radique la 

autoridad ordenadora de la resolución impugnada, dentro de los cuarenta 

y cinco días hábiles siguientes a aquel en que haya surtido efectos la 

notificación de dicha resolución. 

Posteriormente, si impugnó una resolución fie la, por ejemplo la 

confirmación fieta por no resolverse en el plazo legal el recurso de 

revocación, la sala, conforme a lo previsto por el articulo 21 0 del Código 

Fiscal de la Federación, dara oportunidad para la ampliación de la 

demanda dentro de los veinte días posteriores a aquel en que surta efectos 

la notificación del acuerdo que admite la contestación de la demanda, 

igualmente procederá la ampliación de la demanda si existieron 

notificaciones irregulares, si la resolución carece de fu ndamentación y 

motivación y estas aparezcan en la contestación de la demanda, o en 

cualquier otro caso en el que las autoridades demandadas introduzcan en 

su contestación de demanda cuestiones no conocidas por el contribuyen te. 

Esto se debe a que en lodos estos casos, el contribuyente no conoce los 

puntos de controversia hasta que se contesta la demanda, por lo que es 

necesario admitir la ampliación de demanda, a fin de cumplir el principio 

de justicia, de audiencia en juicio, pues de lo contrario no se estarian 

cumpliendo las formalidades del proced imiento?l. 

Es importante señalar que conforme a los articulos 197 y 198 del 

Código Fiscal de la Federación, en el caso de que existan dos o más 

promoventes de un juicio de nulidad contra una misma resolución que les 

cause perjuicios, en el escrito inicial de la demanda deben designar un 

representante común, pues de no hacerlo el magistrado inst ructor tendrá 

~, Cfr. arliculo 2 10 <Id Código Fiscal. de la Federación. 
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la facultad de designar como representante común a cualquiera de los 

interesados. 

Tambien vale la pena decir que no es suficiente nombrar en el 

escrito de demanda las pruebas que se van a ofrecer durante el juicio, sino 

que es necesario adjuntar al escrito de demanda, dependiendo del tipo de 

pruebas que se ofrezca, ya sea el cuestionario de los peritos, el 

interrogatorio de los testigos, o bien las pruebas documentales ha que 

haya hecho referencia en la demandan . 

En caso de que los documemos que el particular mencione en la 

demanda contengan información confidencial, el contribuyente no está 

obligado a acompañarlos a dicha demanda, ya que bastará señalar el 

caracter de confidencial de los mismos para que la Saja Regional que 

conozca del caso, solicite los documentos antes de cerrar la instrucción7l , 

Despues de presentar la demanda, las autoridades demandadas 

tie,nen cuaren ta y cinco dias hábiles para contestar la demanda, los cuajes 

comenzarán a contar a partir del día siguiente en Que surta efectos el 

emplazamiento. Esta contestación de la demanda, es en realidad el 

documento con el que se fija la controversia y con el que se inicia el juicio. 

Además, las autoridades pueden presentar un escrito de 

contestación a la ampliación de demanda, para lo cual tendrán un plazo 

de veinte dias hábiles, que se contarán a partir del din hábil siguiente en 

que surta efectos la notificación del acuerdo en el que se admita la 

ampliación de demanda. 

'" Cfr. articulo 209 del Código Fiscal de la Federación. 
7.1 Cfr. wticulos 149 y ISO de la Ley de Comercio Exterior. 
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Al contestar la demanda, las autoridades pueden y deben hacer 

referencia a todos y cada uno de los hechos y conceptos de anulación 

propuestos en dicha demanda, sin embargo, estas au toridades no pueden 

ir más allá de los fundamentos y motivos de la resolución o del acto 

impugnado. Esto implica que las autoridades no pueden presentar hechos 

nuevos o fundame ntos y motivos distintos a los expuestos en su 

resolución, y en caso de que lo hicieran las salas regionales del Tribunal 

Federal de Justicia Fiscal y Administrativa no dcberan tomar las en 

cuenla74 . 

Otro punto importante que debemos tratar al ha blar del juicio de 

nulidad son los incidentes que se pueden interponer dentro del mismo. 

Existen dos tipos de incidentes: los incidentes de previo y especial 

pronunciamiento, que suspenden el juicio hasta que se d ieta la resolución 

correspondiente y que en caso de que se hubieren llevado a cabo 

actuaciones posteriores al acto objeto del incidente, la sala regional debe 

ordenar su reposición; y los otros que no son incidentes de previo y 

especial pronunciamiento, como son los incidentes de falsedad de 

documentos y de suspensión de la ejecución. Este t ipo de incidentes 

permiten que continúe el j uicio . 

Los incidentes de previo y especial pronunciamiento son los 

siguientes: a) de incompetencia de la sala regional en razón de! territorio; 

b) de acumulación de autos; e) de nulidad de notificaciones; d) de 

interrupción por causa de muerte, disolución, incapacidad o declaratoria 

de ausencia del demandante; y e) de recusación del magistrado instructor 

y/o de los peritos. por causa de impedimento. 

7 ' De conformidad con el aniculo 2 15 del Código Fiscal de la Federación en el único ("aso 
,'11 el que la.s autoridades podrian pre'>Clltnr fundamentos y motivos nuevos. es en el ("aso 
de impugnadó!! de resoluciones por conlirmnción licta. 
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En general todos [os incidentes se tramitan de la misma manera, es 

decir, mediante un escrito del promovcnlc, otro del contrario y el desahogo 

de sus pruebas, en lo Que varian, como ya expliqué, es en lo que se refiere 

a la suspensión o no del proceso. 

Después de presentadas la demanda, la contestación y sus 

respectivas ampliaciones, en su caso, el magistrado instructor de la sala 

regional Que conozca del asunto requeriré a las partes para que 

desahoguen sus pruebas, especificamente la periCial y la testimonial, ya 

que la documental y prcsuncional deben ofrecer se en el escrito de 

demanda, acto en el que se rinde la prueba documental. 

En caso de que existieran pruebas supervenientes, éstas pueden 

ofrecerse cuando se conozcan, siempre y cuando no se haya cerrado la 

instrucción. 

Diez días después de desahogadas las pruebas y concluida la 

substanciación del juicio, el magistrado instructor notificara por lista a l.as 

partes para que en el término de cinco dias formulen sus alegatos, en los 

cuales el demandante hara una relación de sus conclusiones de todo lo 

actuado. 

F'inalmente, el tribunal dicta la sentencia, la cual como ya he 

afirmado antes, se limita o bien a reconocer la validez del acto o resolución 

impugnado, o bien a nulificar dicho acto. 

La sentencia dictada por el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa, debe cumplir con las características de toda sentencia, el 

prólogo, los resultandos, los considerandos 'y los puntos resolutivos, lo que 

implica que los magistrados no sólo deben determinar la litis y reconocer o 
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no la validez de! acto o resolución impugnado, sino que además deben 

fundar y motivar sus razonamientos, 

De acuerdo con el Código Fiscal deja Federación, el plazo con que 

cuenta el magistrado instructor para formular su proyecto de sentencia es 

de cuarenta y cinco días, los cuales comenzaran a contar a partir de que 

se cierre la instrucción, y quince días dcspues (en total sesenta días 

despues de aquel en el que se cierre la instrucción), por mayoría o 

unanimidad de votos de los magistrados integrantes de la sala se 

pronunciará la sen tencia. En la practica. es común que este plazo 

determinado en el código no se respete. 

Ademas, en caso de que exista mayoría al pronunciar la sentencia, 

el magistrado que no este de acuerdo con el proyecto de sentencia tendra 

diez días para formular su voto particular , mientras que si el proyecto no 

fuere aprobado por los otros dos magistrados, éste quedara como voto 

particular, y con los argumentos de los magistrados que con forman la 

mayoría se engrosara el fallo. 

En caso de que el magistrado instructor no formule el proyecto 

respectivo dentro del plazo antes señalado, cualquiera de las partes puede 

acudir al presidente del tribunal para formular la excitativa de justicia, lo 

que implica que el magistrado instructor deberá rendir un informe al 

presidente del tribunal en un plazo de cinco días, posteriormente el 

presidente informará al pleno y de considerar proceden te la excitativa, se 

le dará al magistrado instructor un plazo de quince días para que formule 

su proyecto. 

Lo mismo sucederá cuando exista el proyecto de sentencia, pero no 

se dicte la sentencia en el plazo que determina el código, solamente que en 

este caso quien estara obligado a rendir el informe será el presidente de la 
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sala o sección, en un plazo de tres días , .Y en caso de que el pleno 

considere fundada la excitativa, concederé un nuevo plazo de diez días 

para dictar la sentencia. 

Las partes también pueden promover la aclaración de sentencia e n 

los casos en que consideren que la sentencia es contradictoria, obscura o 

ambigua, para lo que tendrán un plazo de diez días hábiles después de 

notificada la sentenda, y la sala deberé. resolver dentro de los cinco días 

hábiles siguientes a la solicitud de acJaración7S, 

Ahora bien, dentro del juicio de nulidad existen algunos recursos 

con los cuales se busca la corrección o anulación de alguna parte del 

procedimiento o de algún acto dentro de este que se considere ilegal, estos 

recursos son el de reclamación y el de revisión. 

lndependiemcmentc de los recursos antes mencionados existe la 

instancia de la queja que procede contra la sentencia firme o la sentencia 

interlocutoria que otorgue la suspensión definitiva, procede por una sola 

vez y ante la sala regional que instruyó en primera instancia el juicio, de 

acuerdo a las reglas establecidas en el articulo 239-8 del Código Fiscal. 

El recurso de reclamación se interpone ante la sala regional y 

procede contra los actos del magistrado instructor que admitan o rechacen 

la demanda, la contestación, alguna prueba, la ampliación de demanda o 

su conte~'H<1ción; cl ec re1("n el sobreseimiento o su negación; o que admitan 

o rechacen la intervención del coadyuvante o tercero. 

Por su parte, el recurso de revisión, procede ante el Tribunal 

Colegiado de Circuito competente en la sede de la Silla regional respectiva. 

'5 Vid. Artic ulo 239·C det Código Fiscal de la Federación. op cil. p . 239. 
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Este recurso es exclusivo para la autoridad administrativa y debe ser 

promovido por la unidad administrativa encargada de la defensa jurídica 

de dicha autoridad. 

Para que este recurso proceda, es necesario que se cu mpla 

cualquiera de los siguientes supuestos: 

Que la cuantía del fondo del asun to exceda de tres mil quinientas 

veces el salario mínimo general diario del D.F.; 

Que el caso sea de importancia y trascendencia relevantes; 

Que se trate de una resolución dictada por la Secretaria de 

Hacienda y Crédito Público o por las autoridades fiscales de las 

entidades federativas en materia de ingresos federales76 sobre los 

siguientes asuntos: interpretación de leyes o reglamentos, 

determinación del alcance de los elementos esenciales de las 

contribuciones, competencia de la autoridad que haya dictado u 

ordenado la resolución impugnada, violaciones cometidas en las 

propias resoluciones o sentencias, .Y otras que afecten el interes 

fiscal de la Federación; 

Que se trate de una resolución que verse sobre la Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos; 

Que se trate de una resolución en materia de aportaciones de 

seguridad social en maleria de determinación de sujetos 

obligados o de conceptos que integren la base de cotización sobre 

el grado de riesgo de la sentencia; o 

Que se trate de una resolución o sentencia dictada por el pleno o 

por las secciones de la sala superior del Tribunal Federal de 

Justicia Fiscal y Administrativa. 

1~ En este caso especifico. es decir, cuando la resolución sea dic tada por las autoridades 
fiscales de las entidades federativas en materia de ingr("sos federales. e l recurso sólo 
podni. interponerlo la Secretaria de Hacienda y Cn~dito I'úblico. 



CAPiTULO IV. LA CONSTITUC¡ON y LAS DISPOSICIONES QUE 

REGULAN LOS PRECIOS DE TRANSFERENCIA 

4.1. El Articulo 5" Conslitucional y las Disposiciones Sobre Precios de 

Transferencia. 
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El ar liculo 5" de la Constitución Politica de los Estados Unidos 

Mexicanos establece en su primer párrafo lo sigu iente; 

·Articulo 5. A ningu na persona pod rá impedirse que se ded ique a la 
profesión, industlia, comercio o trabajo que le acomode, siendo 
licito. El ejercicio de esta libertad sólo podrá vedarse por 
determinación judicial. cuando se ataquen los derechos de tercero,o 
por resolución gubernativa, dictada en los términos que marque la 
ley, cuando se ofendan los derech os de la sociedad . Nadie puede ser 
privado del producto de su trabajo, sino por resolución judicial: 

Como podemos ver en el articu lo antes transcrito, se prohíbe a las 

autoridades privar del producto de su trabajo a los particulares, a menos 

que exista una resolución judicial que lo autorice. 

En este sentido, aunque las disposiciones en las que se fundan los 

precios de transferencia no contravienen lo dispuesto por este artículo 50 

Constitucional, si deben aplicarse con sumo cuidado. De lo contrario, en 

vez de aplicar este tipo de normas para evitar que las operaciones que 

lleven a cabo los particulares sean solamente especulaciones para obtener 

beneficios riscales sin rellejar en realidad su situación económica, las 

autoridades pueden afecwr a los contribuyentes, privándolos del producto 

de su trabajo, al tratar de incrementar las recaudaciones. 

Por este motivo, es fundamental que las au toridades apliquen las 

disposiciones en materia de precios de transferencia tomando en cuenta el 
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fin principal de evitar que los contribuyenTes disfracen sus operac iones 

para obtener algún tipo de beneficio fiscal, y no con el fin de recaudar más 

impuestos. Esto no implica que las autoridades no deban tomar en cuenta 

el fin de recaudar más impuestos, sino que deben tenerlo en cuenta pero 

siempre supeditado a la existencia de ('rrores o faltas en las declaraciones 

de los particulares, es decir, al fin primordial de evitar la existencia de 

operaciones ilícitas. 

Este aniculo de la Constitución no merece un análisis más profundo 

de lo que hemos explicado antes, pues no podemos afirmar que las 

normas que regulan los precios de transferencia sean anticonstitucionales 

per se, sino más bien al aplicarse incorrectamente. 

4 .2. Los Articulos 14 y 16 Constitucionales y las Disposiciones Sobre 

Precios de Transferencia. 

Estos dos articulas de la Constitución contienen algunas de las 

principales reglas que deben observar las au toridades fiscales al llevar a 

cabo sus facultades de comprobación. 

El articulo 14 establece cuatro gar<lntias individuales diferentes. la 

garantia de irretroactividad legal, la garantia de audiencia, la garantía de 

legalidad en materia judicial penal y la garantía de legalidad en materia 

civil. 

La garantia de irretroactividad de las leyes determina que no se 

pueden aplicar las leyes retroactivamente en peljuicio de nadie, es decir, 

que no debe aplicarse ninguna ley cu~'(l vigencia inicie con posterioridad a 

un acto jurídico (no debe aplicarse la leva esos actos jurídicos llevados a 
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cabo antes de iniciar su vigencia] y cuyo contenido incremente los 

gravámenes que existían antes de iniciar dicha vigencia. 

Lo que en materia de precios de t ransferencia no tiene gran 

trascendencia ya que no ha habido reformas de fondo en las disposiciones 

que regulan esta materia. La única utilidad que podría tener esta garantía 

se presentaría en el caso de que se publicaran nuevas disposiciones sobre 

los precios de transferencia y que dichas disposiciones fueran más severas 

que las que se encuentran actualmente en vigor. Por 10 que de aplicarse 

retroaclivamente dichas disposiciones, es decir, de aplicarse a aclos 

realizados con anterioridad a su entrada en vigor, serian perjudiciales para 

los contribuyen tes, y entonces se violaría la garantía de írretroactividad. 

Motívo por el cual únicamente podrian aplicarse a aquellos casos 

posteriores a que iniciara su vigencia. 

La garantía de legalidad en materia judicial penal, que se refiere a 

que en los juicios penales solamente se pueden imponer penas en caso de 

que exista una ley exactamente aplicable al hecho realizado, tampoco es 

una garantía muy trascendental en materia de precios de transferencia si 

tomamos en cuenta que la materia fiscal se encuentra dentro del Derecho 

Civil77 . 

Es posible que esta garantía si pueda aplicars!: en nuestro tema de 

estudio pero sólo en lo que se refiere a la información confidencial. Cuando 

los particulares o las propias autoridades divulgan información 

confidencial sin tener derecho a ello, como lo vimos en el Capitulo 111 , 

7· Aquí me refiero al Derecho Civit como lodas a<lueUas normas que no pueden 
considerarse parte del Derecho penal. 
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pueden ser sujetos de un juicio penal, caso en el que unicamcnte se les 

podran aplicar las penas descritas también en dicho capítulo711 • 

La garantía de legalidad en materia judicial civil determina que las 

sentendas pronunciadas en los juicios del orden civil deben ser 

pronunciadas conforme a la letra de la ley o a su interpretación jurídica, y 

a falta de ellas, conforme a los principios generales del Derecho, lo que 

debe forzosamente regir a las sentencias pronunciadas en materia fiscal. 

Debido a que la aplicación de esta garaotía es únicamente procesal, 

es decir, que solamente puede ser violada por las autoridades fiscales al 

dictar resoluciones jurisdiccionales, en caso de que tales decisiones no se 

apeguen a la letra de la ley o a su interpretación, considero que no es 

necesario realizar un análisis mas profundo de la misma. 

Continuando con nuestro análisis del articulo 14 de la Constitución, 

la garantía de audiencia que consigna este articulo establece que nadie 

puede ser privado de la vida, de la libertad, de sus propiedades, 

posesiones o derechos, mas que mediante juicio seguido ante los 

tribunales previamente establecidos en el que se cumplan las formalidades 

del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al 

hecho. 

Como podemos ver , no basta con que las autoridades fiscales 

encuentren irregularidades en las declaraciones de los contribuyentes 

para iniciar el procedimiento administrativo de ejecución, sino que primero 

tienen que emitir una resolución que se haga del conocimiento del 

contribuyente , para que éste pued'l defenderse. 

- g Vid. Supra, Capi!ulo 111 ProcedimierHos para Det("rminar los Precios de Transferencia 
en Mexico. J.l La lnfonnación Confidencial en los Precios de Transferencia. p. 36. 
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Al llevarse a cabo una visita domiciliaria, el con tribuyente puede 

inconformarse con la última acta parcial para tratar de desvirtuar los 

hechos consignados en ella. Sin embargo, el acta final, en la que las 

autoridades consigr,an la existencia o inexistencia de irregularidades en 

las declaraciones de los contribuyentes, no puede ser impugnada. Es 

necesario que las autoridades, con base en dicha acta final, emitan una 

resolución de liquidadón para que el contribuyente tenga la oportunidad 

de derenderse interponiendo los medios de defensa que considere 

convenien tes, y sólo si no se impugna la resolución podrá iniciarse el 

procedimiento admin istrativo de ejecución. 

Dentro del procedimiento anterior, existen algunas disposiciones en 

el Código Fiscal de la Federación que dificultan a los particulares su 

derecho a defenderse adecuadamente. 

Dentro de este tipo de disposiciones se encuentra, en maleria de 

visilas domiciliarias, el articulo 46, especificamente los párrafos quinto y 

sexto del mismo, los cuales establecen que los contribuyentes para tener 

acceso a la información confidencial de terceros, información con la que se 

van a comparar sus declaraciones, pueden nombrar a dos represen tantes, 

pero dentro del plazo de 15 dias hábiles posteriores a partir de la fecha de 

la última acta parcial. De no nombrar a estos representantes en el plazo 

mencionado, la información confidencial de los terceros se tendrá por 

consentida. 

En este plazo. el contribuyente debe nombrar a las personrt~ que 

van a analiwr la información de terceros con el fin de encontrar los puntos 

principales en los que se basará su defensa. El problema consiste en que 

el contribuyente al no tener acceso a la información confidencial no 

conocerá qué tipo de representantes debe designar. 
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Adcmas, el número de representantes que puede designar el 

con tribuyente parece ridículo, ya que si tomamos en cuenta que es 

indispensable designar por lo menos un representante que sea licenciado 

en Derecho, el contribuyente no tiene derecho mas que a designar un 

perito en la materia, rnaximo dos si sustituye al primero, lo que dificulta 

aun mas la defensa. 

Por si fuera poco, si el contribuyente no encuentra a los 

representantes necesarios para conocer la información confidencial, no 

sólo se tendra por consen tida dicha información, sino que además el 

contribuyente perdera su derecho a conocer la información de los terceros. 

Esto obviamente viola la garantía de audiencia consignada en el 

articulo 14 consti tucional al dificultar la defensa de los contri buyen tes, 

pues como ya lo he explicado antes es prácticamente imposible determinar 

qué especialistas se necesitan para revisar la información confidencial de 

otras empresas en quince días. 

Ademas, tener autorización para nombrar únicamente a dos 

representantes y poder sustituirlos por una sola vez, cuando la 

información confidencia! a ser analizada puede abarcar un número de 

malerias mucho mayor que este número de representantes, y permiti r que 

las autoridades nombren un número de especialistas ilimitado para 

revisar la información confidencial, deja evidentemente en desventaja al 

contribuyente. 

y finalmente, dar a los contribuyentes un plazo de tres meses, 

prorrogables por dos mas, para analizar la información confidencial de [as 

empresas con operaciones comparables, cuando las autoridades tienen un 

plazo de dos años para hacerlo también deja desprotegidos a los 

contribuyentes. 
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Por otro lado, el articulo 16 de la Constitución, establece las 

siguientes garantias, aplicables en materia fiscal .Y por lo tanto a los 

precios de transferencia: 

~Articulo 16.- Nadie puede ser molestado en su persona, familia, 
domicilio, papeles o posesiones, sino en vir tud de mandamiento 
escrito d e la autoridad competente, que funde y motive la causa 
legal del procedimiento .... 
En toda orden de cateo, que sólo la autoridad judicial podni expedir 
y que sera escrita, se expresará el lugar que ha de inspcccionarsc, 
la persona o personas que hayan de aprehenderse y los objetos que 
se buscan, a lo que únicamente debe limitarse la diHgencia, 
levantándose al concluirla, un acta circunstancia<la, en presencia 
de dos testigos propueslOs por el ocupante dellugnr cateado o en su 
ausencia o negativa, por la autoridad que practique la diligencia. 
La autoridad administrativa podra practicar visitas domiciliarias 
unicamente para cerciorarse de que se han cum plido los 
reglamentos sanitarios y de policia; y exigir la exhibición de los 
libros y papeles indispensables para comprobar que se han acatado 
las disposiciones fiscales, sujetándose en estos casos a las leyes 
respectivas y a las formalidades prescritas para los cateos. 

Todos estos parrafos se encuentran relacionados, ya que todos ellos 

determinan los requisitos que deben cumplir las autoridades para poder 

llevar a cabo un acto de au toridad. 

El primer párrafo del articulo 16 constitucional establece la garantia 

de legalidad, obligando a las autoridades a obtener una orden para realizar 

actos de autoridad. Esta orden igualmente es necesaria para que las 

autoridades fiscales puedan cumplir con sus facultades de revisión, sólo 

que en este caso son las mismas autoridades fiscales quienes la emiten. 

Con el fin de conocer más a fondo el alcance de esta garantia es 

indispensable realizar un análisis de los principios fundamem alf'S en 

materia fiscal, los cuales deben observarse en todos los actos de aplicación 

de las normas fiscales. 

;'''-' -1 ' .. ji" r e 
..:... ••• ' • 6>- ..... ,:1 

. ....... _ .... 
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El principio de legalidad lÍene como función limitar el ejercicio del 

poder público y al mismo tiempo aclUar como una protección para los 

derechos de los particulares. Para poder cumplir las dos funciones antes 

descritas, el principio de legalidad, por un lado, impide a las autoridades 

en esta matcria llevar a cabo actos de autoridad qu e no se encuentren 

previstos previa y expresamente en una ley aplicable al caso; y por el otro, 

obliga a los contribuyentes únicamente a cumplir con los deberes que 

previa y expresamente les impongan las leyes aplicables. 

Por su parte, el principio de legalidad tributaria que se encuentra 

consignado en el articulo 31 fracción IV de la Constitución79 , también 

llamado principio de certidumbre o certeza es todavia mas puntual, pues 

implica que todo tributo debe ser determinado y cierto para evitar la 

arbi trariedad y cualquier tipo de desvio de poder. Para lograr lo anterior, 

las normas fiscales deben describir con toda precisión al sujeto pasivo, el 

objeto, la tasa, CUOla o tarifa, la base gravable, y demas elemen tos del 

tributo para que no exista ni siquiera el más minimo margen para que las 

autoridades apliquen la ley a su capricho. 

Es importante resallar que no basta con que las normas fiscales 

reúnan las caracteristicas antes mencionadas, sino que estas 

caracteristicas deben ser lo ma~ especificas posible a fin de evitar que las 

au toridades puedan abusar de sus facultades, perjudicando con ello a los 

contribuyentes. 

Como podemos ver. los dos principios antes explicados guardan una 

estrecha relación entre si, por lo que de nada nos sirve que exista una 

disposición que faculte a las autoridades para llevar a cabo un acto de 

r<l Para efectos practicos d,,1 presente trabnjo. r .. "lizare el análisis de este principio junto 
con el de la garantin d(' legalidad . flunqUf' no St' encuclltren consignados en el mismo 
articulo constitucional. 
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autoridad, simplemente para cumplir con el principio de legalidad, si esta 

no cumple con el principio de legalidad tributaria, es decir, si no es lo 

suficientemente precisa para impedir que la autoridad la aplique 

discrecionalmente y así pueda llevar a cabo distintos ac tos de autoridad, 

afectando a los gobernados. 

El principio de comod idad consiste en que ('$ necesario que las 

fechas y plazos que determinan las leyes para el cumplimiento de [as 

obligaciones fiscales, se fijen de manera que a los contribuyentes les 

resulte práctico y poco gravoso llevarlas a cabo. 

Por otro lado, el principio de economía implica que entre el monto 

total recaudado y el monto que ingresa a las arcas del Estado, debe existir 

la menor diferencia posible. 

Los principios de proporcionalidad y equidad, por formar parte del 

articulo 31 fracción IV, de la Constitución, serán analizados un poco más 

adelante dentro de este Capi tulo, en el apartado correspondiente. 

Una vez analizados estos principios es importante relacionarlos con 

las disposiciones en materia de precios de transferencia que pueden no 

segui rlos por completo y, en consecuencia, puede incurrir:;e en \"iol;:¡ción 

de los articulos 14 y 16 de la Constitución FederaL 

Dentro de los metodos para determinar los precios {k tnmsrtrl'llci<l 

existen algunos de éstos que no cumplen con los principios fundamenta les 

en materia fiscal. El método de precio comparable no cont ro lado, al igual 

que la mayoría de los métodos, utiliza el 1énllino "operaciones 

comparablesB
, concepto que al ser definido por la Ley del Impues10 sobre 

la Ren ta en el articulo 215, uti l iza términos que dan margen a una 

aplicación discrecional por parte de las autoridades, como son los 
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lerminas: "significativamente", ~ajusles razonablcs~ y ~entrc olros~ dejando 

completamen te en libertad a las autoridades para decidir cuajes si o 

cuáles no son operaciones comparables. Esto evidentemente viola el 

principio de certidumbre, ya que con base en este método se puede 

determinar el precio final sobre el cual el contribuyente tcndra que pagar 

impuestos, es decir, que a partir de este método se va a de terminar la base 

gravablc. El articulo antes mencionado, en su párrafo tercero establece 10 

siguiente: 

"Articulo 2 15." ... Para los efectos de esta ley. se entiende que las 
operaciones o las empresas son comparables, cuando no existan 
diferencias entre éstas que afecten significativame nte el precio o 
monto de la contraprestación o el margen de uti lidad a que hacen 
referenóa los métodos establecidos en el articulo 216 de esta Ley, y 
cuando existan dichas diferencias, éstas se eliminen mediante 
ajus t es razonables. Para detenninar dichas diferencias, se tomaran 
en cuenta los elementos pertinentes que se requieran, segun el 
método utilizado, considerando entr e otros, los siguientes 
elementos: .. ." 

La ley no determina cuando debemos considerar que las diferencias 

entre las operaciones afectan signilicativam.en te el precio, monto de la 

contraprestación o margen de utilidad, por lo que deja a criterio de las 

autoridades cuando dicha afectación será significativa y cuándo no. 

Establece algunos elementos para tratar de determinar ese tipo de 

diferencias, pero además de dejar abierto el uso de otros elementos no 

comprendidos por la ley, omite mencionar elementos fundamentales, como 

10 ven'mos m;l:; adelante. 

Ademas, tampoco hace mención de cómo deben llevarse a cabo los 

ajustes razonables, por lo que también las autoridades fiscales podrán 

utilizar los mdodos que consideren convenientes para realizarlos. 
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Como ya lo explicaba arriba, este articulo !lO explica que otros 

elementos se deben lomar en cuenta para determinar la diferencia entre 

las operaciones comparables, pues establece una lista de elementos que se 

deben utilizar, pero a l decir mcntre otros elemenlos~ suponemos Que 

permite el uso de mas elementos, los cuales no describe. Permitiendo una 

vez mas, la aplicación de la ley al capricho de las autoridades. 

Por el lo, el articulo 215 de la Ley de! Impuesto Sobre la Renta, al 

referirse a las operaciones que pueden considerarse comparables .Y no 

determinar con toda precisión sus elementos permite que las autoridades 

apliquen este concepto en forma discrecional al tener que determinar por 

si mismas este tipo de elemen tos, lo que evidentemente viola la garantia de 

legalidad. 

Por otro lado, en la practica las autoridades simplemente se apegan 

al metodo utilizado por los propios contribuyen tes, aunque es importante 

destacar que no siempre los contribuyentes escogen el método que mas les 

conviene . Po~ este motivo es indispensable para las autoridades el realizar 

negociaciones con los contribuyentes para poder determinar que métOdo y 

en su caso, que operaciones pueden los contribuyentes considerar como 

comparables. 

Lo anter ior implica que en la gran mayoría de los casos las 

autoridades no ejercitan sus facultades de comprobación, sino que 

realizan acuerdos con los contribuyentes para determinar ('1 mClOdo que 

van a usar para calcular los precios de transferencia, o incluso para 

determinar directamente los precios de transferencia. 

No obstante, en los casos en los que los contribuyentes no cumplen 

con su obligación de calcular el costo de sus opt'r8ciones como si se 

hubieran realizado entre parles independientes, ya sea porque el estudio 
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de precios de transferencia no fue realizado o porque este estudio es 

insuficiente para comprobar la información presentada en la declaración, 

las autoridades si tienen la facultad para determinar los ingresos 

acumulables y las deducciones aUloril.adas, por lo que tienen que 

apegarse a uno de los melados señalados por la ley, los cuales al poder 

aplicarse de forma discrecional pueden afectar al contribuyente. 

Ademas, el articulo 216 de la Ley del Impuesto sobre la Rema, 

también permite el utilizar diferentes operaciones comparables para 

obtener un rango de preciosijU, de monlOS de las contraprestaciones o de 

margenes de utilidad. Todo ello con el fin de comparar dichos rangos con 

los datos presentados por el contribuyente y así determinar si sus 

operaciones se pueden considerar como pactadas o realizadas entre partes 

independientes (en caso de que se encuent ren dentro de los rangos) o no 

(en el caso contrario). 

Sin embargo, la ley establece que para ajustar los rangos aquí 

mencionados es necesario utilizar métodos estadísticos, sin especificar a 

que se refiere con este termino, otra vez dejando en libertad a las 

autoridades para introducir un elemento fu ndamental en la determinación 

de la base gravable, lo que no sólo puede afectar al contribuyente sino que 

viola tambien el principio de certidumbre que hemos analizado. 

Como aclare en el Capítu lo 11, se ha tratado de resolver el problema 

para ajustar rangos de precios, cont raprestaciones o de margen de utilidad 

mediante el melado intercuartil, descrito en la regla miscelanea 3.26.8., 

sin embargo esto va en contra del principio de legalidad , ya que dicha 

regla no se encuent ra en ley alguna que autorice a las autoridades para 

&O En la práctica este rango de precios es exactrunCnle el rango que se obtiene a través del 
estudio del que trullO hemos hablado durante este trabajo, del cual hace n uso 
constantemente tallto los contribuyentes como las a u toridades. 
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aplicarla. Aunque como sabemos, en la pract ica este tipo de reglas es 

aceptado tanto por las autoridades fiscales y por los litigantes en matcria 

fiscal como por los tribunales administrativos. 

De igual manera, el último párrafo del articulo 216 de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta viola el principio de legalidad al permitir el uso de 

los principios de contabilidad generalmen te aceptados para determinar los 

ingresos, los costos, la utilidad bruta, las ventas netas, los gastos, la 

utilidad de operación, los activos .Y los pasivos, pues dichos principios de 

con tabilidad no se encuentran en ley alguna. 

Finalmente, en este articulo 216 de la ley tambien se describen los 

métodos para determinar los precios de transferencia. Todos estos 

métodos hacen u so del término ~operaciones comparables~, que como ya 

he explicado permite que las autoridades decidan a su gusto y 

conveniencia qué operaciones son comparables y cuaJes no. 

Además, algunos métodos también presentan otros problem?s, como 

podemos ver a continuación: 

El método de precio comparable no controlado que consiste en 

considerar para las operaciones de las partes relacionadas el precio o 

monto de las contraprestacion es que se pactó entre partes independientes 

en operaciones comparables, no toma en cuenta que existen muchas 

razones por las cuales no se pueden aplicar los precios o 

contraprestaciones pactados entre partes independientes a las partes 

relacionadas. 

Algunas de estas razones son, como lo mencioné en el Capitulo 11 del 

presente trabajo y de acuerdo con el Líe. Gómez COlero, que no exista 

mercado para esos product os ; que no se surta a empresas independientes; 
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que se trate de productos semitcrminados que no se puedan comparar con 

otros existentes en el mercado; que el cliente independiente sea tan 

pequeño que no pueda lograr los descuentos normales; que se trate de 

actividades únicas y singu lares; o que las condiciones económicas de un 

pais sean diferentes a las de olro, por 10 que lo valido en uno de esos 

paises, no lo sea para el otro. 

Como podemos ver, ninguna de estas razones se consideran para 

descartar la aplicación de este melado en caso de que se presentare 

alguna de ellas al comparar las operaciones. No se consideran ni por el 

articulo 216 ni por el21S de la Ley del Impuesto Sobre la Re nta. 

Entonces ¿podríamos considerar que de presentarse una de las 

razones antes mencionadas, ello implicaría la existencia de una ~diferencia 

significativa- entre las operaciones comparables? Aparentemente no, pues 

el artículo 215 en su panaro tercero, determina los elementos que se 

deben considerar para determinar dichas diferencias y no incluye ninguna 

de las razones mencionadas con anterioridad. Tal vez deberíamos incluir 

estas razones por las que no se pueden comparar los precios entre partes 

independientes con los precios de las partes relacionadas, en la expresión 

-entre otros elementos~. 

Evidentemente, este articulo de la ley no establece los elementos 

suficientes para determinar los casos en los que no debe utilizarse este 

metodo para determinar precios de transferencia, lo que permite que las 

autoridades lo usen discrecionalmente violando la garantia de legalidad 

establecida en el articulo 16 constitucional y el principio de lcg<llid<ld 

tributaria consignado en el articulo 31 fracción IV, tambien de nuestra 

Constitución. 
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Considero que en el caso del melodo antes señalado, seria 

conveniente que la ley incluyera como elementos para considerar 

diferencias significativas entre operaciones comparables las razones 

mencionadas en los parraras anteriores. 

También el Método Residual de Participación de Utilidades, deja 

muchas dudas respecto de su aplicación. Este metodo trata de igualar los 

precios o contraprestaciones de las operaciones realizadas por parles 

relacionadas con las realizadas por parles independientes, asignando la 

utilidad de las operaciones de las partes relacionadas, en la misma 

proporción que hubiera sido asignada si las operaciones las hubieran 

realizado partes independientes. 

Para ello, establece tres tipos de utilidad: la ulilidad global, que es la 

util idad total obtenida de la suma de las utilidades de cada una de las 

partes relacionadas; la utilidad minima, utilidad que correspondera a cada 

una de las partes relacionadas sin considerar los int.angibles significativos 

y que se obtiene usando cualquiera de los métodos mencionados en el 

articulo 216 de la ley , y la ulilidad residual, que es la utilidad global 

menos la utilidad mínima. 

Esta utilidad residual se distribuye entre las partes relacionadas 

considerando entre otros elementos los intangibles significativos utilizados 

por cada una de ellas. En primer lugar, la ley otra vez no aclara Que otros 

elemenlos se pueden considerar para la distribución de la utilidad 

residual. Y en segundo lugar, no termina de explicarnos Que utilidad es la 

que debemos considerar como utilidad de operación para cada una de las 

partes relacionadas. Nos deja suponer que es esta ú ltima utilidad residual , 

pero no lo aclara del lodo. 
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Por estos motivos, considero que este método también es violatorio 

de los articulos 16 y 31constitucionales, pues permite que las autoridades 

lo apliquen de diferentes formas, atendiendo a factores no determinados 

en la ley. 

Entonces, el articulo 216 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta 

también viola la garantia y el principio de legalidad porque no determina 

con precis ión los elementos que deben tomarse en cuenta para el uso de 

estos melados dando pie a que las autoridades los apliquen a su capricho. 

Además, permite el uso de métodos no explicados en ley alguna 

como lo son el método estadístico o el método intercuartil, a mbos 

utilizados para aju star rangos de precios, contraprestaciones o márgenes 

de utilidad. Este último se encuen tra explicado en la miscelanea fiscal 

3.26.8., lo que evidentemente contradice el principio de legalidad, al 

aplicar normas no contenidas en ley alguna. 

En lo que se refiere a los ajustes secundarios, el articulo 217 de la 

Ley del Impuesto sobre la Renta también viola la garantía de legalidad y el 

principio de certidumbre, ya que deja completamente al arbitrio de las 

autoridades fiscales mexicanas el aceptar o no el ajuste realizado por las 

autoridades del pais del contribuyen te que celebra operaciones en México, 

sin establecer por lo menos un parametro o un criterio en el que las 

autoridades mexicanas deberian basarse para aceptar o no el ajuste. 

Posteriormente, el parrafo undécimo del art iculo 16 constitucional 

permite a las autoridades administrativas el llevar a cabo visitas 

domiciliarias para comprobar que se han acatado las disposiciones fiscales 

pero sujetandose siempre a las formalidades prescritas para los caleos, las 

cuales se determinan en el parrafo octavo de este articulo (segundo parrafo 

t ranscritol. 
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Como podemos observar, el parrafo octavo del articulo 16 de la 

Constitución determina que la orden de cateo , Que en nuestro caso 

corresponde a la visita domiciliaria o audiLOria, debe con tener el lugar 

donde ha de llevarse a cabo la visitalll y la información que las autoridades 

van a revisar, lo que impide a las autoridades solicitar más información al 

contribuyente de la Que contiene la orden respectiva. 

Este párrafo también establece que las autoridades deben levantar 

un acta circunstanciada en presencia de dos testigos designados por el 

contribuyente o a falta de éstos en presencia de los testigos que designen 

las autoridades. 

Además de los requisitos anteriores, las autoridades deben fundar y 

motivar la causa de la revisión y deben cumplir con las disposiciones que 

establezcan las leyes en esta materia!!', 

Sin embargo, al establecer las leyes otras disposiciones para que las 

autoridades puedan cumplir con sus facultades de comprobac ión, estas 

disposiciones tambien determinan las reglas a que deben someterse los 

con tribuyentes para poder defenderse de este tipo de actos de autoridad, 

Por este motivo, las disposiciones contenidas en las leyes pueden 

afectar a los contribuyentes violando cualquiera de las garantias 

individuales contenidas en la Constitución, 

~ 1 Debemos recordar que cn los casos dc la r<" ' lsion (k g:lbllWtC el lugar donde se 
practicani. la revisión es en el domidlio de la autoridad. quedando obligado el 
contribuyente a aportar la información que se le solic it('", por lo (Iue en este caso no aplica 
este parrafo del articu lo 16 constituciOllaJ 
81 Vid. Supra Ca pitulo 1!1 . Procedimit"ntos para D"l erm",,,r los Precios de Transferencia en 
México. 3.2. La Determinación de Precios clt" Transrert".ncia C(1 Mb:ico. p. 49. 
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Como vimos al analizar la garantia de audiencia consignada en el 

articulo 14 constitucional, el articulo 46 del Código Fiscal de la 

Federac ión, obviamente deja en desventaja a los contribuyentes al no 

permitir que se defiendan adecuadamente, violando con ello dicha garantla 

de audiencia . 

Sin embargo. no considero que las disposiciones en materia de 

precios de transferencia, específicamente las contenidas en el Código 

Fiscal Federal que son las que establecen las reglas que deben seguirse en 

un procedimiento, violen la garantia consignada en el articulo 16 

consti tucional , pues esta garantía protege a los particulares para que 

únicamente puedan ser molestados por actos de autoridad siempre que 

exista un mandamiento escrito que fu nde y motive la causa legal del 

procedimiento. 

ESlO implica, que las autoridades fiscales tienen que determinar los 

articu los de la ley que los autorizan previa y expresamente a molestar al 

contribuyente en su persona, papeles, posesiones, familia o domicilio; y 

que tienen que establecer los motivos para realizar dicho acto de molestia. 

y que en caso de que hubiera un procedimiento están obligadas a apegarse 

a las reglas del mismo. 

Por estos motivos, considero que la única manera en que podria 

violarse la garantía de legalidad del articulo 16 constitucional, seria o no 

aplicando las disposiciones procesales establecidas en el Código Fiscal de 

la Federación, o aplicándolas de manera incorrecta, lo que conllevaria la 

carenc ia de fundamentación y motivación mencionadas por esta garantía. 

En ambos casos la violación a la garantía se haria por las autoridades al 

aplicar las disposiciones en esta materia y no por las disposiciones 

mismas. 
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4.3. Los Articulos 25 y 28 Y las Disposiciones en Materia de Precios de 

Transferencia. 

UlS tres primeros párrafos del articulo 28 de la Constitución 

prohiben tanto los monopolios como todo tipo de prácticas monopól icas, 

incluyendo los estancos8l y establecen la garanlia de libertad de 

competencia. Estos tres párrafos del articulo 28, que son los que para 

efectos del presente t rabajo nos interesan, a la letra dicen lo siguiente: 

"Artículo 28.- En los Estados Unidos Mexicanos quedan prohibidos los 
monopolios, las prácticas monopólicas, los estancos y las excendones de 
impuestos en los terminos y condiciones que fijan las leyes. El mismo 
tratamiento se danl a las prohibiciones a titulo d(' protección a la 
industria. 
En consecuencia. la ley castigani. severamente, y las autoridad es 
perseguinln con eficacia, toda concentración o acaparamiento en una o 
pocas manos d e articulos de consumo necesario y que tenga por objeto 
obtener el alza de los precios; todo aeuerdo, procedimiento o combinación 
de los productores, industriales, comerciantes o empresarios de servicios, 
que de cualquier manera hagan, para evitar la libre concurrencia o la 
competencia entre si y obligar a los consumidores n pagar precios 
exagerados y, en general. Iodo lo que constituya una ventaja exclusivn 
indebida a favor de una o varias personas determinadas y con perjuicio del 
público en general o de alguna clnse social . 
Las leyes fijaran Ins bases para que se señalen precios máximos a los 
articulos. materias o productos que se consideren necesarios para la 
economía nacional o el consumo popular. asi como para imponer 
modalidades a la organización de la distribución de esos artículos. 
materias o productos. a fin de evitar que intermediaciones innecesarias o 
excesivas provoquen insuficiencia en el abasto, asi como el alza de precios. 
La ley protegerá a los consumidores y propiciani. su organización para el 
mejor cuidado de sus imercses. 

Ahora bien. las disposiciones en materia de precios de transferencia 

al imponer un valor determinado a las operaciones realizadas entre partes 

relacionadas, en un principio atentan en conlra de este principio de 

"'., los est¡¡ncos, d e acuerdo con el Diccionario Juridj<"o Mexicnno. signific¡¡ un nsicnto quc 
se lleva n cabo para acotar la venta d e mercancías y Olros géneros \'cndibles, imponiendo 
una l<'1sa v un precio a los quc se deberall \'cnder determinados prodllctoS. y limitando a 
algunas personns la vcnla dc d ichos productos. "Diccionario Juridico Mexicano". Ed 
Porrún y UNAM, 12a ed. Mexico. 1998. Tomo D-H. pp. ]342- ]344. 
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libertad de competencia, aunque dicha imposición funcione únicamente 

para efectos fiscales. 

Esto se debe a que al obligar a Que los contribuyentes considerados 

como parles relacionadas paguen los mismos impuestos que aquellos 

considerados como parles independientes, no se les permite utilizar la 

ventaja que implica el pertenecer a un grupo empresarial. 

Sin embargo, las disposiciones sobre precios de transferencia t ienen 

como fin hacer que se respeten los valores de mercado, por lo que obligan 

a los contribuyentes considerados como partes relacionadas, a determinar 

para sus operaciones los mismos valores que aquellos utilizados en las 

operaciones realizadas por parles independientes. Con ello se logra fijar 

para las operaciones de las partes relacionadas, valores reales de mercado 

y se evita la evasión de impuestos que resultaria si se permitiera que las 

partes relacionadas disfrazaran el valor real de sus operaciones. 

Por este motivo, y debido a que los contribuyentes tienen la 

oportunidad de autodeterminarsc, asi como de demostrar la veracidad de 

sus declaraciones en caso de que las autoridades pretendan imponer los 

precios de transferencia, en mi opinión no existe violación alguna al 

articulo 28 constitucional ni a las garantías que este precepto guarda. 

Por si fuera poco, el articulo 25 constitucional le permite al Estado, 

mediante la publicación de las leyes respectivas, el promover el desarrollo 

nacional y las actividades económicas, la equidad social y la 

productividad, y sobre todo, el inten's gen(>ra1. 

Por ello, tambiCn es necesario establecer disposiciones en materia de 

precios de transferencia, ya que de lo contrario se permitiría que ciertas 

empresas obtuvieran ventaja frente a sus compelidores al disfrazar el valor 
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real de mercado de sus operaciones amañando los precios, además del 

daño general que produce la evasión de impuestos. 

4.4. Pr incipios de Proporcionalidad y Equidad de Jos Impuestos y las 

Disposiciones en Materia de Precios de Transferencia. 

Los principios de proporcionalidad y equidad de los impuestos se 

encuentran consignados en la fracción IV del articulo 31 de nuestra 

Constitución. Esta fracción establece lo siguiente: 

"Articulo 3!.- Son obligaciones de los mexicanos: 
.. .IV. - Contribuir para los gastos públicos, así de la Federación, 
como del Distrito Federal o del Estado o Municipio en que residan, 
de la manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes.· 

Como podemos deducir de esta fracción de la Constitución, las leyes 

deben determinar de que manera se deben aportar la!; contribuciones para 

el gasto público, pero siempre bajo los principios de proporcionalidad y 

equidad. Pero ¿que significa la proporcionalidad y la equidad"'> 

La proporcionalidad, de acuerdo con el m;¡estro Dion isia J. Kaye, 

requiere que se cumplan a su vez dos princ ipios el de generalidad y el de 

uniformidad, es decir, que todas aquellas personas que tienen capacidad 

contributiva paguen algún impuesto, y que este impueslO represente para 

todos el mínimo sacrificio posible~4. 

Por su parte , Adolfo Arrioja Vizcaino afirma que el principio de 

proporcionalidad se basa en tres puntos principales, el gravar mediante 

tasas porcentuales que varíen, afectando en m<'lyor medida a quienes más 

tienen y en menor a quienes menos tienen: el distribuir las cargas 

~. K<lyc . Dionisio J . op. Cil. pp. 12-16 
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públicas entre todas las fuentes de riqueza gravable disponibles; y el 

determinar tasas t ributarias sobre una porción razonable del ingreso, 

utilidad o rendimiento obtenidos por cada ciudadano.H:> 

En conclusión, podemos decir que el principio de proporcionalidad 

significa que todas las personas con capacidad contributiva deben pagar 

impuestos, que la tasa tributaria debe impactar el patrimonio de Jos 

gobernados de manera razonable, es decir sin afectar una pane sustancial 

del patrimonio o del producto legítimo del trabajo y esFuerzo del 

ciudadano, y que se debe gravar en mayor medida a quien mas liene y en 

menor medida a quien menos tiene. 

El principio de equidad, según el Diccionario Jurídico Mexicano, 

significa g ••• gravamen igual a personas en igual situación y gravamen 

adecuado a personas en situación diferente. 8ó~ O lo que es lo mismo • ... Ia 

igualdad ante la misma ley tributaria de todos los sujetos pasivos de un 

mismo tributo, los que en tales cond iciones, deben recibir un tra tamiento 

idéntico en 10 concerniente a hipótesis de causación, debiendo únicamente 

variar las tarifas tributarias aplicables, de acuerdo con la capacidad 

económica del contribuyen te.87~ 

Una vez comprendidos los principios de proporcionalidad y equidad 

y el alcance de los mismos, al igual que en apartados anteriores, es 

importante analizar las disposiciones legales en materia de precios de 

transferencia y de esta manera conocer cuáles de ellas violan o no estos 

principios. 

~~ Arrioj.f\ Viscruno. Adotfo. op. Cir. pp. 2 11 -2 16. 
~~ "Diccionario Juridico McxiclU10". Ed. POfTúay UNAM, t2~ ed. Mexico. 1998. Torno 0 ·11. 
pp. 1293·1295. 
~c Ka.ve, Oionisio J. Op. Cir. pp. 16- 19. 
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Como ya hemos visto, las disposiciones en materia de precios de 

transferencia tienen como fin evitar que los con tribuyentes realicen 

operaciones sin renejar su situación económica rcal, es decir, sin 

determinar un valor real de mercado para dichas opcraciones¡;". 

Entonces, las disposiciones en maleria de prec ios de transferencia al 

obligar a los contribuyentes que reaJizan operaciones entre partes 

relacionadas a utilizar precios de mercado para dichas operaciones, evita 

que contribuyen tes que se encuentran bajo las mismas circunstancias 

sean tratados en forma diferente, es decir, evita que aquellos 

contribuyentes que entre partes relacionadas realizan las mismas o 

similares operaciones que otros contribuyentes que realizan sus 

operaciones con partes independientes, sean tratados de distinta forma. 

Por este motivo, las disposiciones sobre precios de transferencia 

cumplen, en primer lugar, con el principio de equidad, ya que tienen como 

fin el ubicar al contribuyente entre sus iguales a través de la 

determinación de los precios de transferencia; y en segundo lugar, con el 

principio de proporcionalidad, pues buscan también que el pago de 

impuestos este directamente relacionado con el valor real de las 

operaciones que se realicen y no con un valor meramen tc espcculativo. 

Sin embargo, aunque estos articulas no contravienen los principios 

de proporcionalidad y equidad contenidos en el articulo 31 constitucional , 

fracción IV, su aplicación si puede ser violatoria de estos principios. 

"'"" \lid. Supra. Capituto L Panorama General. \.5. Objetivos de las Disposlciom"s ("11 
Matcria de Precios de Transfercllcia. p. 11. 
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Debemos recordar que los articulas 215, 216 Y 217 de la Ley del 

Impuesto Sobre la Renta contienen expresiones y elementos con base en 

los cuales se van a determinar los precios de transferencia. 

Como hemos visto en apartados antcriorcs8'l, algunas de estas 

expresiones y elemcnlOS, permiten a las autoridades aplicarlos con 

discrecionalidad, lo que puede causar un agravio al contribuyente. 

Por ejemplo, los articulos 215 y 216 de la ley utilizan en múltiples 

ocasiones la expresión ·operaciones comparables~. Debido a que los 

elementos que proporciona el articulo 215 de la ley no son suficientes para 

determinar los casos en los que debemos considerar las "operaciones· 

como ~comparabJcs", las autoridades deben tencr sumo cuidado al decidir 

qué operaciones son comparables y cuales no, ya que de no utilizar el 

mismo criterio en situaciones similares violarian el principio de equidad 

consignado en el articulo 31 de nuestra Constitución. 

Lo mismo sucede con el articulo 217 de la Ley del Impuesto Sobre la 

Renta, pues permite que las autoridades de manera discrecional acepten o 

no los ajustes secundarios presentados por el contribuyente, por lo que 

dichas autoridades también deben asegurarse de utilizar siempre el mismo 

criterio en situaciones similares para no violar el principio de equidad. 

En la práctica, la regla que normalmente se sigue en estos casos 

consignados en el art iculo 2 17 de la ley , es que las autoridades mexicanas 

realicen negociaciones directamente con las autoridades de otros paises, lo 

que rrovor<1 Cj\lf' 10<.; !"l'sUll;ldos ohl t'n idos de este t ipo de negociaciones 

obedezcan más ;¡ cirl"UIlSlancias pol ilicas que a la situación del 

• l',ü SU{Jm Capllul" 1\ l." l "Il'-'"\I< l\'" \ la,., l),,. po,.,,,; iones I¡ue Rq~UJ,Ul los Prec IOs lit­
Transferencia. 4.2. Los Ar tic ulos 1-1 y 16 Con stitucionale s y las Disposiciones Sobre 
Precios de Trllnsferencill. p. 7 -1 . 
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contribuyen te o de la información presentada ('n su declaración 

complementaria. 

Por otro lado, el articulo 216 de la ley, establece los me lOdos para 

determinar los precios de transferencia. Sin embargo, como hemos visto 

antes, no existe un criterio con base en el cual dcba aplicarse uno u otro 

metodo, permitiendo a las autoridades elegi r el método discrecionalmente. 

Ademas, el articulo 216 de la ley permite que las autoridades 

utilicen también de manera discrecional métodos no consignados en la ley, 

como los métodos estadísticos. 

Por estas razones, la aplicación del articulo 216 de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta puede tener como consecuencia la violación del 

principio de equidad en caso de no utilizar siempre el mismo criterio para 

situaciones similares, y la violación del principio de proporcionalidad en 

caso de aplicación de metodos para determinar los precios de 

transferencia que no atiendan a la capacidad de pago del contribuyente. 

En el caso especifico de los métodos estadísticos, no podemos 

afirmar que su descripción permita la discrecionaJidad. ya que si bien 

dicha descripción esta contenida en la miscelanea fiscal, lo que viola el 

principio de legalidad, también es cierto , como ya lo he mencionado con 

anterioridad, que en la practica tanto las autoridades como los 

contribuyentes y [os tribunales fiscales si aplican este tipo de reglas. Sin 

embargo, lo que si queda a la tolal discrcc ionaliclad de Lls <-Hltomlades son 

los casos en los que se van a aplicar dichos melados, por lo que afirmo que 

al aplicarlos se pueden violar los principios de proporcionalidad y t'quid;:¡d, 

causando un agravio a los contribuyentes. 
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Por los motivos antes explicados, cuando las autoridades fiscales 

apliquen las disposiciones en materia de precios de transferencia deben 

hacerlo con extremo cuidado y siempre tomando en cuenta los principios 

de proporcionalidad y equidad, pues de lo contrario podrían afectar a los 

contribuyentes ubicándolos con otros particulares que se encuentren bajo 

circunstancias diferentes, o bien, fijando precios de transferencia 

completamente desproporcionados a la capacidad rcal de pago de los 

contribuyentes, lo que violaría los principios consignados en la fracción IV 

del articulo 31 de nuestra Constitución. 

Finalmente, como las otras disposiciones en materia de precios de 

transferencia analizadas dentro del presente trabajo, son disposiciones 

meramente de carácter procesal, no considero que contengan violación 

alguna al principio de equidad ni al de proporcionalidad. 

Como vimos en el desarrollo del presente capiLUlo, el concepto 

contenido en la ley de "operaciones comparables" es insuficiente para 

describir las operaciones realizadas por partes independientes que pueden 

con siderarse similares a las operaciones realizadas por partes 

relacionadas. 

Por ello, propongo como concepto de "operaciones comparables· el 

siguiente: 

Se {'"rHiende que las operaciones son comparables cuando cumplan 

con las siguientes características: 

1. Que pertenezcan a la misma actividad económica . 

11. QU(' '·l1ln· ("\ pn'cio o la comraprcsl;wión que cOITcspolHla a 

los bi('!l('s o s('l"Vidos ofreclClos no f·xista una diferencia 

mayor al 2'X. del lOlal del valor del bien o del lotal de la 

contra preslación pagada por el servicio. 



!JI. Que el margen de utilidad obtenido tampoco represente una 

diferencia superior al 2% a l resta r del monto de la operación 

o empresa cuya utilidad sea mayor la utilid<"lr! obtenida por la 

otra empresa. 

IV. Que estén sujetas a términos contractuales similares. 

V. Que las circunstancias económ icas y jurídicas de los paises a 

los que pertenezcan sea n s imilares. 

VI. Que las estrategias de negocios sean similares, considerando 

como estrategias de negocios las siguientes: 

a) La penetración, permanencia y ampliación del mercado; 

b) L.-IS alianzas comerciales con otras pc rsorws; 

c) La publicidad del bien o servicio, y 

d) Los riesgos asumidos en las operaciones. 

VII. Que los activos de las em presas o la inversiotl utilizada para 

las operaciones sea simila r. 

VIII. Que utilicen los siguientes factores de producción, en los 

siguien tes casos: 

a) En caso de emp resas productoras de bienes: 

Que prduzcan el mismo bien; 

Que utilicen las misma s materias primas: 

Que utilicen el mismo tipo de servicios. para el mismo 

fin y a un costo cuya diferencia al ("()[npararlos, no 

exceda del 2%; 

Que utilicen tecnología similar, y 

Que utilicen los mismos métodos de producción. 

b) En el caso de empresas que prestan servil· ios: 

Que se trate del mismo tipo de servicio : 

Que se trate de la misma ca lidad rkl st"1"\"ido: 

Que el tiempo de prestación del servido sea el mrsmo . 

y 

Que la exclusividad de la prestación (Id s(:rvicio se<l !<l 

misma. 
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e) En el caso de empresas que concedan la explotación o 

transmitan un bien intangible: 

Que la duración del bien sea la misma; 

Que el grado de protección de! bien sea el mismo, y 

Que la generación de ingresos proyectada, con motivo 

de la explotación del bien, sea similar. 
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Además, tambien considero que si es necesario uUlizar mClOdos 

como el estadístico o como el intercuartil mencionado en la miscclán('<I 

fiscal 3.26.8., para ajustar los rangos de precios, contraprestaciones o 

margenes de utilidad. Por lo que este tipo de elementos utilizados en la 

determinación de precios de transfe rencia. deben inclui rse en la ley para 

conocimiento y certidumbre de l contribuyente. 

y para terminar con el presente capitu lo, se debe eliminar del 

articulo 217 de [a Ley del Impuesto Sobre la Renta, la facultad discrecional 

de las autoridades para aceptar o no los ajustes secundarios presentados 

por el con tribuyente, siempre que éstos presenten la documentación que 

compruebe que el ajuste fue realizado por [a autoridad con facultades para 

ello y que pertenece a un país con el que México tiene celebrado un 

tratado en materia fiscal. 
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CONCLUSIONES 

1. Los articulos 46, párrafos 7° y 8" : 85, fracción IV; 86, fracción IV; 

87, fracción IV y 88 del Código Fiscal de la Federación no cumplen 

con su fi nalidad de proteger la información confidencial de los 

terceros, mediante el sistema de amenaza de sanción. 

2. Se debe incrementar el monto de las sanciones establecidas en los 

articu los 86, fracción IV y 88 del Código Fiscal de la Federación, 

así como el plazo de responsabilidad establecido en el articulo 46, 

párrafo 7" del mismo ordenamiento, para Quienes usen o divulguen 

indebidamente la información confidencial de terceros. 

3. Las sanciones determinadas por el aniculo 88 del Código Fiscal de 

la Federación para los funcionarios públicos que divulguen o usen 

de manera indebida la información conlidencial de terceros debe 

ser mucho mayor que la establecida para los part iculares en el 

articulo 86, fracción IV de dicho código. 

4. Las d isposiciones en matcria de precios de transferencia no violan 

el articu lo 5° constitucional, ni la garantia de libertad de trabajo 

consignada en ese precepto. 

5. El articulo 46 del Código Fiscal de la Federación, en sus párrafos 

5° y 6°, viola la garanti;:¡ de <lufliencia consignada en ('1 Mticulo 1-1 

con stit ucional. 

6 . Los limites establecidos en los párrafos del articulo antes 

mencionado, en lo que se refieren al plazo que tiene el 

contribuyente para nombrar repn.'st'nl<1ntes que revisen la 
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informadón confidencial, el número de representantes que puede 

nombrar y el plazo que tiene para revisar dicha información, deben 

ser limites minimos, permitiendo a la autoridad aumentarlos en los 

casos en los que lo considere necesario o conveniente, ya sea de 

oficio o a petición de parte. 

7. Los articulos 215, espccificamenle en su parrafo 3"; 216 Y 217 de 

la Ley del Impuesto Sobre la Renta, violan tanto la garantía de 

legalidad como el principio de legalidad tributaria consignados en 

los articulos 16 y 31 constitucionales, respectivamente. 

8. El concepto de operaciones comparables debe ser modificado para 

evitar violaciones a la garantía y principio de legalidad')(), 

9. Se debe incluir en la explicación de los métodos para calcular los 

precios de transferencia, los casos en los que es conveniente 

usarlos y los casos en los que no. 

la. Se debe eliminar la facultad discrecional que tienen las 

autoridades para aceptar o no los ajustes secundarios de los que 

habla el articulo 217 de la Ley del Impueslo Sobre la Renta. 

11. Las disposiciones que regulan los precios de lransferencia no 

violan los articulas 25 y 28 constitucionales. 

12. Las disposiciones en materia de precios de transferenciél no violan 

los principios de proporcionalidad y equidad establecidos en la 

fracción IV del articulo 31 constitucional. 

",. Vid . Supra. Capitulo IV. La Constitución y los I'rt><::ios de Transferencia. pp. 96-97 . 
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